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Este Estudio ha sido elaborado en el marco del proyecto “Violencia de Género 
en el sector salud en los países de Brasil, Colombia, Chile, El Salvador y Perú”, 
financiado por el sindicato sueco Kommunal en coordinación con la Internacional 
de Servicios Públicos (ISP).

El Estudio comparativo sobre la legislación y prácticas para hacer frente a 
la violencia y el acoso en el mundo del trabajo en América Latina, se realiza 
además en el marco del Convenio 190  y la recomendación 206 de la OIT, y sus 
principales tópicos giran en torno a los procesos de negociación, las cláusulas 
que posibilitan el accionar sindical para enfrentar la violencia y el acoso en 
el mundo del trabajo y las normativas o herramientas legales de las que se 
dispone en cada país.

Nayareth Quevedo M.
Coordinadora del Proyecto Kommunal
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marco comparativo sobre 
la legislaciÓn y prÁcticas 
para abordar la violencia 

y acoso en el mundo 
del trabajo en AmÉrica 

Latina1

1  Equipo de trabajo: Julia Campos, Luis Campos, Mariana Campos, Jimena Frankel y Juliana Ortiz, diciembre de 2021. Este trabajo constituye una actualización del documento presentado a la ISP en 
octubre de 2019, donde se analizó el marco normativo de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo en Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guatemala, México y Perú. En este caso focalizó la atención en 
Brasil, Chile, Colombia, Perú y se agregó El Salvador. Para ello se realizaron entrevistas con puntos focales identificados por la ISP, se actualizó y amplió la información recopilada en 2019 y se incluyeron referencias 
a acciones sindicales llevadas adelante por algunas de las organizaciones del sector público vinculadas a la violencia y el acoso en el mundo del trabajo.



8

MARCO COMPARATIVO SOBRE LA LEGISLACIÓN Y PRÁCTICAS PARA ABORDAR LA VIOLENCIA Y EL ACOSO EN EL MUNDO DEL TRABAJO  
CASOS BRASIL, CHILE, COLOMBIA, EL SALVADOR Y PERÚ

La adopción del Convenio sobre la Violencia y el Acoso (Convenio 
190; 2019) junto con la Recomendación sobre la Violencia y el Acoso 
(Recomendación 206; 2019) constituye un hito en la búsqueda de 
promover un mundo del trabajo libre de violencia y acoso, incluida 
la violencia y el acoso por razón de género. 

Este convenio es parte de un proceso iniciado en las últimas décadas, 
cuyas proyecciones se han dado, con distinto grado de avance, 
tanto en el plano nacional como internacional. Desde la adopción de 
convenciones internacionales que contienen normas para prevenir, 
erradicar y sancionar la violencia contra las mujeres, hasta leyes, 
protocolos y negociaciones colectivas que establecen disposiciones 
mucho más específicas para enfrentar la violencia en el mundo del 
trabajo, en todos los casos se observa una preocupación por generar 
espacios de trabajo libres de violencia y acoso.

Ahora bien, cabe preguntarse si es posible construir relaciones 
de trabajo completamente libres de violencia y acoso. En otras 
palabras, si es factible que las relaciones intrínsecamente desiguales 
que se establecen entre trabajadores y trabajadoras por un lado, y 
empleadores y empleadoras por el otro, pueden llegar a liberarse 
por completo del ejercicio de violencia por parte de estos últimos 
sobre aquellos. La respuesta a estos interrogantes está fuera de los 
alcances de este estudio. Sin embargo, la importancia del Convenio 
190 es que pone en cuestión el modo de ejercicio de dicha violencia, 
incluyendo las formas más intensas como son aquellas que se originan 
en razón del género.

La violencia y el acoso en el mundo del trabajo constituyen una 
herramienta más de la dominación que se ejerce sobre los trabajadores 
y trabajadoras. Limitarla, prevenirla y sancionarla forman parte de 
una lucha por generar mayores condiciones de igualdad en todos los 
ámbitos, incluyendo la discriminación por género. En otras palabras, 
la violencia y el acoso, en tanto herramientas de dominación, se 
expresan especialmente por razón de género pero no únicamente. 

En este punto cabe destacar que cuando hablamos de violencia laboral 
nos enfrentamos necesariamente a un proceso de intersección en 
el cual cohabitan la violencia inherente a la forma de organizar la 
producción en nuestras sociedades, con la violencia ejercida hacia las 
mujeres y hacia quienes asumen distintas identidades de género propia 
del sistema de jerarquías sociales denominado patriarcado. Ambas 
violencias resultan funcionales a la explotación y reproducción social 
y tienen base en la división social y sexual del trabajo. Efectivamente 
se trata de un proceso en el que se yuxtaponen la violencia del 
empleador o empleadora a sus empleados y empleadas y al mismo 
tiempo a la violencia que los varones propician contra las mujeres y 
personas de identidades de género no hegemónicas y en el ámbito 
laboral en particular.

Al abordar integralmente la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, 
el Convenio 190 aporta elementos para limitar la reproducción de las 
asimetrías y desigualdades existentes en las relaciones que allí se 
establecen. En efecto, si bien el texto del Convenio 190 reconoce el 
derecho a contar con un mundo de trabajo libre de violencia y acoso, 
la importancia de este instrumento va más allá. Se trata de contar con 

mecanismos para abordar la violencia de manera integral, tanto la que 
enfrenta a empleadores con trabajadores en las relaciones laborales, 
como aquella que forma parte de las relaciones de dominación social 
que trascienden el mundo del trabajo. Desde esta perspectiva, lo que 
está en juego no solo es la imposición de límites a los poderes de 
dirección y control de los empleadores, a fin de que estos se ejerzan 
sin violencia, sino el abordaje de las relaciones de desigualdad que 
son constitutivas de los vínculos que se conforman en el mundo del 
trabajo, con particular énfasis en aquellas que tienen como eje la 
discriminación por razón de género. 

En este marco general, el presente estudio sistematiza los avances 
que se han registrado a nivel regional referidos a la violencia y el 
acoso en el mundo del trabajo, en particular aquella que se origina 
por razón de géneros. Para ello, en un primer momento se incluye 
una referencia sobre las potencialidades y obstáculos existentes 
para promover la ratificación de este convenio por parte de los 
países de la región.

En un segundo momento, se describen sintéticamente las principales 
herramientas normativas regionales que abordan el tema y el diálogo 
que a partir de ellas puede establecerse con el texto del Convenio 190.

Posteriormente, se identifican los avances que se han producido 
en cinco países de la región (Brasil, Chile, Colombia, El Salvador y 
Perú), a partir de la identificación de normas de alcance general, 
normas específicas referidas a la violencia y el acoso en el mundo del 
trabajo, y prácticas establecidas a partir de negociaciones colectivas 
y protocolos adoptados en el ámbito de los servicios públicos. Como 
podrá apreciarse, se trata de un proceso de alcance dispar pero 
que, en todos los casos, ha tenido algún grado de desarrollo en las 
últimas décadas. En tal sentido, este estudio también aspira a ser 
una herramienta para fortalecer las estrategias sindicales tendientes 
no solo a impulsar la ratificación del Convenio 190, sino también a 
promover más y mejores normas y prácticas, sean estas a través de 
legislación o la negociación colectiva, que contribuyan a fortalecer 
el proceso de construcción de ámbitos de trabajo libres de violencia 
y acoso.

Finalmente, cabe destacar que los alcances de este estudio están 
condicionados por los límites temporales para su realización y por la 
información disponible. Como consecuencia de ello, debe entendérselo 
como una aproximación a las formas de regulación de la violencia 
y el acoso en el mundo del trabajo, incluida la violencia y el acoso 
por razón de identidad de género, en los países de la región. En 
efecto, no se trata de un estudio exhaustivo, sino de una descripción 
de información sumamente relevante para mostrar los avances 
que se produjeron en este tema a lo largo de las últimas décadas, 
plasmados tanto en legislación general y protocolos de actuación, y 
en menor medida en la negociación colectiva. Su abordaje exhaustivo, 
su análisis en términos comparativos y, más aún, la evaluación de sus 
impactos sobre las situaciones de violencia y acoso que experimentan 
los trabajadores y trabajadoras, en especial por razón de género, 
requerirán de posteriores estudios para los que este trabajo podría 
constituir un insumo a considerar.

IntroducciÓn
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La adopción del Convenio 190 por parte de la OIT constituye un dato 
muy relevante por diversas razones, tanto institucionales como 
temáticas. Por un lado, porque interrumpe el plazo más largo en la 
historia de la OIT sin que se promoviera un convenio. En efecto, el 
Convenio 189 había sido adoptado en el año 2011 y los ocho años 
que transcurrieron entre una y otra norma superaron los siete años 
de inactividad normativa registrados entre 1939 y 1946 en el marco 
de la Segunda Guerra Mundial2. Por el otro, porque se trata del primer 
convenio adoptado luego de la crisis que atravesó la Conferencia 
Internacional del Trabajo en el año 2012.

En cuanto al contenido del Convenio 190, se trata de una norma 
que avanza sobre el núcleo de las relaciones que se generan en el 
mundo del trabajo. Por ello mismo, su importancia es central y motivó 
numerosos debates en las distintas instancias previas que formaron 
parte de su proceso de elaboración. En particular, debemos destacar 
aquí el reconocimiento del derecho de toda persona a un mundo del 
trabajo libre de violencia y acoso, incluidos la violencia y el acoso 
por razón de género, y en particular la consideración de que ellos 
pueden constituir una violación o un abuso de los derechos humanos.

El análisis en profundidad de las disposiciones del Convenio 190 
y la Recomendación 206 excede los marcos de este estudio. Sin 
embargo, resulta importante puntualizar algunas de sus disposiciones 
centrales. En primer lugar, se trata de un convenio que posee un 
amplio alcance, aplicándose “a todos los sectores, público o privado, 
de la economía tanto formal como informal, en zonas urbanas o 
rurales” (artículo 2.2). A su vez, comprende la violencia y el acoso 
que pueden ocurrir “durante el trabajo, en relación con el trabajo o 
como resultado del mismo” (artículo 3). 

Esta concepción amplia de los sujetos tutelados y del ámbito en el 
que la violencia y el acoso pueden tener lugar se complementa con 
las obligaciones que se establecen en cabeza de los empleadores, 
quienes entre otras deben identificar los peligros y evaluar los 
riesgos de violencia y acoso (artículo 9.c). En dicha evaluación debe 
prestarse especial atención a los peligros y riesgos que impliquen a 
terceros como clientes, proveedores de servicios, usuarios, pacientes 
y el público (artículo 8.b de la Recomendación 206). Finalmente, 
ello se complementa con la obligación de los Estados de “adoptar 
una legislación y políticas que garanticen el derecho a la igualdad 
y a la no discriminación en el empleo y la ocupación, incluyendo 
a las trabajadoras, así como a los trabajadores y otras personas 
pertenecientes a uno o a varios grupos vulnerables, o a grupos 
en situación de vulnerabilidad que están afectados de manera 
desproporcionada por la violencia y el acoso en el mundo del trabajo” 
(artículo 6) y con el reconocimiento de “la importante función de las 

2  Esta afirmación podría ser matizada, al menos parcialmente, como consecuencia de la 
adopción en 2014 del Protocolo 29 relativo al Convenio sobre el trabajo forzoso de 1930. Aun así, ello no 
impide visualizar las dificultades que ha tenido la OIT a lo largo de la última década para promover la adopción 
de nuevos convenios internacionales del trabajo.

autoridades públicas en el caso de los trabajadores de la economía 
informal” (artículo 8.a).

En síntesis, el Convenio 190 se aplica a la totalidad de los trabajadores 
y trabajadoras, incluyendo expresamente a quienes se desempeñan 
en los servicios públicos. Reconoce que las situaciones de violencia y 
acoso en el mundo del trabajo pueden provenir de terceros, obliga a 
los Estados a implementar medidas referidas a los grupos de mayor 
situación de vulnerabilidad y extiende su ámbito de aplicación a los 
trabajadores y trabajadoras de la economía informal.

Por otra parte, el convenio establece que los Estados deben aplicar un 
conjunto de medidas dirigidas, entre otros, a los siguientes objetivos: 
proteger a los/as querellantes, las víctimas, los/as testigos/as y los/
as informantes; proteger la privacidad de las personas implicadas y la 
confidencialidad cuando ello sea posible; incorporar las consideraciones 
de género en todos los procedimientos que se establezcan para llevar 
adelante las disposiciones del convenio; reconocer los efectos de la 
violencia doméstica y mitigar su impacto en el mundo del trabajo; 
y garantizar el derecho a alejarse de una situación de trabajo sin 
sufrir represalias ante situaciones de violencia y acoso (artículo 10). 
Estas medidas se complementan con la enumeración realizada en 
la recomendación, incluyendo la indicación para que los Estados 
impulsen acciones específicas para abordar la violencia y el acoso por 
razón de género y para mitigar el impacto de la violencia doméstica 
en el mundo del trabajo (artículos 17 y 18).  

Pese a los fuertes debates que se originaron en torno al texto del 
Convenio 190, que también se proyectaron sobre la Recomendación 
206, su aprobación contó con un fuerte consenso que atravesó a 
las distintas regiones y grupos que conforman la OIT. En total se 
pronunciaron a favor del convenio 439 delegados/as, tan solo 7 lo 
hicieron en contra y se registraron 30 abstenciones. En otras palabras, 
el Convenio 190 fue aprobado por el 92% del total de delegados ante 
la Conferencia de la OIT, porcentaje que apenas se reduce al 76% en 
el caso del grupo de empleadores. Por su parte, en el caso de los 
gobiernos y los trabajadores el consenso fue casi total, ya que tan 
solo cinco gobiernos se abstuvieron (El Salvador, Malasia, Paraguay, 
la Federación Rusa y Singapur) y un representante de trabajadores 
se pronunció en contra (Malasia).

Al desagregar la votación según las distintas regiones y grupos 
se observa que la mayor parte de los votos contrarios y de las 
abstenciones se registró en los países que conforman el Grupo 
Geopolítico de América Latina y el Caribe (GRULAC), quienes por sí 
solos explican la mitad de los votos que no se pronunciaron a favor del 
convenio. Ello fue muy pronunciado en el caso de los empleadores de 
la región quienes mayoritariamente se abstuvieron en la votación final.

En términos porcentuales, el Convenio 190 fue aprobado por el 79% 
de los delegados/as de los países del GRULAC, porcentaje que se 

Balance polÍtico sobre la 
situaciÓn regional en el 
proceso de elaboraciÓn y 
aprobaciÓn del Convenio 
190
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redujo al 32% en el caso de los empleadores. Por su parte, la totalidad 
de los trabajadores se pronunciaron a favor mientras que solo dos 
gobiernos se abstuvieron. Más aún, dentro del grupo puede observarse 
una clara división del grupo de empleadores, por cuanto los votos 
contrarios y las abstenciones provinieron de los países de América 
Latina, mientras que los votos favorables de los empleadores en su 
mayoría correspondieron a países del Caribe. Ello puede observarse 
con mayor detalle en la siguiente tabla.

A FAVOR EN CONTRA ABSTENCIONES

GOBIERNOS

Argentina, 
Bahamas, 

Barbados, Bolivia, 
Brasil, Chile, 

Colombia, Costa 
Rica, Cuba, Rep. 

Dominicana, 
Ecuador, 

Guatemala, 
Guyana, Haití, 

Honduras, Jamaica, 
México, Nicaragua, 

Panamá, Perú, 
Surinam, Trinidad y 

Tobago, Uruguay

El Salvador, 
Paraguay

EMPLEADORES

Bahamas, 
Barbados, Cuba, 

Guyana, Nicaragua, 
Surinam, Trinidad y 

Tobago

Costa 
Rica, Rep. 

Dominicana, 
El Salvador, 
Guatemala

Argentina, 
Bolivia, Brasil, 

Chile, Colombia, 
El Salvador, 
Honduras, 

México, Panamá, 
Paraguay, Perú, 

Uruguay

TRABAJADORES

Argentina, 
Bahamas, 

Barbados, Bolivia, 
Brasil, Canadá, 
Chile, Colombia, 
Costa Rica, Rep. 

Dominicana, 
El Salvador, 

Estados Unidos, 
Guatemala, 

Guyana, Honduras, 
Jamaica, México, 

Nicaragua, 
Panamá, 

Paraguay, Perú, 
Surinam, Trinidad y 

Tobago, Uruguay

Como conclusión preliminar podemos señalar que previsiblemente 
la potencial ratificación del Convenio 190 por parte de los países de 
la región encontrará una oposición, más o menos activa, por parte 
de los/as representantes de los/as empleadores/as, circunstancia 
que debe ser tenida en cuenta al momento de elaborar estrategias 
y campañas.

Aun así, existen avances y escenarios que podrían ser propicios para 
avanzar con la ratificación del Convenio 190. El primer paso ha sido 
dado por Uruguay, que se transformó en el primer país del mundo 
en ratificar el convenio. Posteriormente, a nivel regional también 
Argentina y Ecuador concluyeron el proceso de ratificación. Si bien 
se trata de un convenio muy nuevo, a la fecha de elaboración de este 

informe ya cuenta con 10 ratificaciones, de las cuales tres provienen 
de países de la región.

Por el contrario, países como El Salvador y Paraguay, cuyos gobiernos 
votaron en contra de la adopción del Convenio 190 en la Conferencia 
Internacional del Trabajo, parecen ser los escenarios más contrarios 
para impulsar una potencial ratificación, al menos mientras no se 
produzca allí un cambio importante en la situación política.

A su vez, en países como Colombia y México existen iniciativas 
institucionales que intentan avanzar en este sentido, ya sea a través 
de acuerdos entre el gobierno y las organizaciones sindicales, ya sea 
a través de la acción parlamentaria. Por su parte, en países como 
Brasil y Chile la expectativa de cambios en la orientación política de 
los partidos de gobierno podría generar las condiciones para impulsar 
medidas tendientes a promover su ratificación.

Finalmente, cabe destacar que el texto del Convenio 190 forma parte 
de un proceso iniciado hace muchos años referido a los desarrollos 
normativos tendientes a prevenir y sancionar la violencia y el acoso 
en el mundo del trabajo. Este proceso, como ya señalamos, ha tenido 
un avance mucho más importante en aquellas situaciones donde 
la violencia y el acoso se producen por razón del género, pero en 
la actualidad este debate se ha proyectado hacia el conjunto de las 
relaciones que se establecen en el ámbito del trabajo. Como veremos 
posteriormente, a nivel nacional en la región se han producido avances 
que poseen un alcance dispar. Mientras en algunos países se han 
dictado leyes de alcance general, en otros los avances normativos han 
sido mucho más limitados. Aun así, en todos los casos el debate está 
planteado. Desde esta perspectiva, los desarrollos normativos que 
describiremos en este estudio pueden servir como uno de los puntos 
de partida para promover acciones tendientes a lograr la ratificación 
del Convenio 190, por cuanto su texto debe ser entendido como parte 
de aquel proceso iniciado años atrás. A su vez, las propias discusiones 
que puedan generarse en torno a este convenio pueden constituir 
oportunidades para promover avances normativos a nivel nacional 
y local, tanto a través de la sanción de nuevas leyes como también 
mediante la adopción de protocolos y a través de la negociación 
colectiva allí donde sea posible, y para impulsar medidas tendientes 
a garantizar la aplicación de las normas ya existentes.
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El reconocimiento del derecho de toda persona a un mundo del 
trabajo libre de violencia y acoso, incluidos la violencia y el acoso 
por razón de género, constituye un paso adelante muy significativo 
que tiene relación, se retroalimenta y a la vez complementa, con 
distintos instrumentos normativos existentes a nivel global y regional. 
En efecto, el Convenio 190 de la OIT permite fortalecer un diálogo, 
habitualmente esquivo, entre las normas internacionales del trabajo 
y del derecho internacional de los derechos humanos.

Estas distancias han comenzado a recortarse en las últimas décadas 
y hoy no resulta raro que las organizaciones sindicales utilicen un 
conjunto de instrumentos internacionales que trascienden a los 
convenios de la OIT. Tampoco lo es que recurran a los órganos de 
control creados por los tratados internacionales de protección de 
los derechos humanos, quienes a su vez han comenzado a utilizar 
los precedentes de los órganos de control de la OIT para desarrollar 
los alcances de derechos relacionados con el mundo del trabajo3. 

Las normas de carácter internacional tienen la importancia de 
establecer un piso mínimo de derechos y obligaciones en los países 
que las suscriban o ratifiquen. En el ámbito del sistema universal de 
protección de los derechos humanos, la aprobación de la Convención 
para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las 
Mujeres (CEDAW) en el año 1979 fue un hito que dio cuenta de las 
particularidades que atraviesan la realidad de las mujeres. Además, 
la reciente “Recomendación general núm. 35 sobre la violencia por 
razón de género contra la mujer” (2017) formulada por el Comité para 
la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, reconoció que “La 
violencia por razón de género contra la mujer se produce en todos 
los espacios y esferas de la interacción humana, ya sean públicos o 
privados, entre ellos los contextos de la familia, la comunidad, los 
espacios públicos, el lugar de trabajo, el esparcimiento, la política, 
el deporte, los servicios de salud y los entornos educativos”. Entre 
las herramientas para la prevención, esta norma manda a que los 
Estados fomenten a los empleadores la elaboración de protocolos y 
procedimientos para abordar la violencia por razón de género contra 
la mujer en los lugares de trabajo. 
Esta norma debe complementarse con los Principios de Yogyakarta4 
sobre la aplicación de la legislación internacional de derechos humanos 
con relación a la orientación sexual y la identidad de género. Estos 
principios son un instrumento fundamental para prevenir los abusos 

3  A nivel regional las organizaciones sindicales han utilizado en forma reciente los mecanismos 
previstos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos (por ejemplo las audiencias temáticas que 
regularmente convoca la Comisión Interamericana de Derechos Humanos) mientras que tanto la Comisión 
como la Corte Interamericana de Derechos Humanos han fundado sus decisiones vinculadas a derechos 
laborales según los criterios desarrollados, entre otros, por la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 
Recomendación de la OIT. Ver entre otras la sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en el caso “Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Sentencia de 2 de febrero de 2001”. Más recientemente, debe 
destacarse que recientemente la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y su Relatoría Especial sobre 
Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (REDESCA) han sometido a la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos una solicitud de opinión consultiva sobre libertad sindical con perspectiva de género.

4  Estos principios surgen en el año 2006 producto de un comité de personas expertas de diversos 
países a petición de la entonces Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.

y proteger los derechos de las personas LGBTIQ+. Entre ellos, se 
incluye el derecho a la seguridad personal; a condiciones equitativas 
en el trabajo; y la protección contra el desempleo, sin discriminación 
por motivos de orientación sexual o identidad de género.
A nivel regional los principales instrumentos de protección de los 
derechos humanos son la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (CADH) y el Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador). La CADH contiene 
numerosas disposiciones generales cuyo desarrollo puede ser utilizado 
para abordar situaciones de violencia y acoso en el mundo del trabajo, 
incluidos la violencia y el acoso por razón de género. En particular, el 
artículo 1° establece la prohibición de todo tipo de discriminación, 
principio basal del derecho internacional de los derechos humanos. 
A su vez, el artículo 5 reconoce el derecho de toda persona “a que 
se respete su integridad física, psíquica y moral”.

Por su parte, el Protocolo de San Salvador reafirma la prohibición de 
discriminación (artículo 3) y establece derechos de alcance general 
vinculados al mundo del trabajo entre los que se encuentran el derecho 
a condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo (artículo 7) 
y el reconocimiento de la obligación estatal de implementar políticas 
encaminadas a que las mujeres puedan contar con una efectiva 
posibilidad de ejercer el derecho al trabajo (artículo 6).

A nivel específico la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de 
Belem do Pará) contiene disposiciones que permiten complementar 
el diálogo jurídico entre el sistema interamericano de protección de 
los derechos humanos y el texto del Convenio 190 de la OIT. Por un 
lado, ya desde sus considerandos se afirma que “la violencia contra 
la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer 
el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades” 
y se reconoce la existencia de “relaciones de poder históricamente 
desiguales entre mujeres y hombres”.

En su artículo 1° la Convención entiende por violencia contra la mujer 
“cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, 
daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el 
ámbito público como en el privado”, incluyendo la que se produce en 
los lugares de trabajo, instituciones educativas, establecimientos de 
salud o cualquier otro lugar (artículo 2.b) y que puede ser perpetrada o 
tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra (artículo 
2.c). A su vez, también establece que las mujeres tienen derecho a 
que se respete su integridad física, psíquica y moral (artículo 4.b) y a 
una “vida libre de violencia” (artículo 6). La redacción de este último 
artículo es un antecedente ineludible del “derecho de toda persona a 
un mundo del trabajo libre de violencia y acoso, incluidos la violencia 
y el acoso por razón de género” que constituye el centro de gravedad 
del Convenio 190 de la OIT.

La violencia y el acoso en el 
mundo del trabajo en los 
instrumentos internacionales y 
regionales de protecciÓn de los 
derechos humanos
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Finalmente, la Convención de Belem do Pará incluye una serie de 
obligaciones para los Estados encaminadas a implementar políticas 
orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer (artículos 7 a 9). Estas obligaciones deben ser leídas en un 
doble sentido: por un lado, hacia el Estado como representante del 
interés general y por ende como quien debe adoptar medidas para 
que los derechos reconocidos en la convención se garanticen en la 
práctica; por el otro, hacia el Estado en tanto empleador, por cuanto 
su responsabilidad es aún mayor, derivada de su mayor capacidad de 
acción, en el caso de la violencia que sufren las mujeres trabajadoras de 
los servicios públicos. En otras palabras, las obligaciones enumeradas 
en los artículos 7, 8 y 9 constituyen un verdadero programa de acción 
que los Estados deben llevar adelante, no solo como política general, 
sino también respecto de la situación que atraviesan las trabajadoras 
mujeres que se desempeñan en el ámbito de los servicios públicos. 
Entre estas obligaciones se encuentran las siguientes:
abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer 
y velar porque las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes 
e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación;
actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar 
la violencia contra la mujer;
adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse 
de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida 
de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o 
perjudique su propiedad;
establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios 
para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo 
a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación 
justos y eficaces.

A continuación veremos cómo este marco normativo regional también 
fue acompañado por debates en el plano nacional, aún con alcances 
muy dispares.
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Durante las últimas décadas los países de la región han registrado 
avances dispares en el ámbito de la legislación y prácticas referidas 
a la prevención y eliminación de la violencia y acoso en el mundo 
del trabajo, así como también a la elaboración de mecanismos de 
reparación de los daños sufridos por las personas que son víctimas 
de ellas. En gran medida estos avances han sido consecuencia de las 
demandas formuladas por el movimiento de mujeres, puesto que la 
violencia y el acoso en el mundo del trabajo suele ser una de las formas 
en las que la discriminación por género se cristaliza socialmente.

En efecto, la violencia hacia las mujeres en el ámbito laboral asume 
diferentes formas pero en términos generales podemos distinguir 
tres tipos de violencias que generan ambientes de inequidad 
para el desarrollo pleno de las mujeres trabajadoras. En primer 
lugar podemos hablar de la violencia o el acoso en sus distintas 
modalidades que muchas mujeres padecen en sus lugares de trabajo 
y que se asientan en la objetivación del cuerpo de la mujer aún por 
grandes sectores de la sociedad. En segundo lugar las inequidades 
basadas en el género que se estructuran en los ámbitos laborales 
tales como brechas salariales, acceso desigual a los procesos de 
formación y capacitación, obstáculos en el acceso a puestos y carrera. 
Finalmente, y articulado con lo anterior, la desigualdad externa al 
ámbito laboral que vivencian las mujeres y la falta de mecanismos 
laborales para compensar internamente esa inequidad estructural. 
Entre estas últimas podemos nombrar la doble jornada, la desigual 
responsabilidad en la organización familiar y reproductiva en general 
y en la distribución de las tareas de cuidado, la violencia doméstica 
a la que están expuestas y sus implicancias en el sostenimiento 
del trabajo. Se conjugan así, para con las mujeres, una violencia o 
acoso en sus distintas modalidades propio del ámbito laboral, una 
desigualdad en relación a las condiciones de trabajo y al crecimiento 
profesional, y un desconocimiento de las desigualdades estructurales 
que terminan profundizándola dentro del ámbito laboral.

Los debates normativos que se registraron en los países de la región 
sobre violencia y acoso en el mundo del trabajo, en particular por 
razones de género, han considerado estas violencias de forma parcial, 
con alcance muy dispar en los distintos países. En efecto, en términos 
generales suelen existir normas nacionales que apuntan a prevenir, 
sancionar y reparar los daños producidos por situaciones de violencia 
y acoso por razón de género. Estas normas no necesariamente 
hacen referencia al ámbito del trabajo, o apenas lo hacen de manera 
tangencial, pero no por ello dejan de aplicarse allí, ya que se trata de 
normas de alcance general que requerirían de una exclusión expresa 
si pretendiesen dejar fuera de su ámbito de aplicación a algún espacio 
en el que tienen lugar relaciones sociales. Aun así, dicha generalidad 
provoca que su aplicación en la práctica sea menos efectiva y que 
los mecanismos allí previstos no respondan necesariamente a las 
especificidades que tiene la violencia y el acoso en el mundo del 
trabajo. Como veremos a continuación, estas normas son las más 
extendidas en la región y pueden constituir un punto de partida para 

impulsar una agenda de reformas institucionales que avancen con 
un mayor grado de efectividad sobre el mundo del trabajo.

En segundo lugar, existen normas que establecen previsiones 
específicas para prevenir, sancionar y reparar los daños producidos 
por situaciones de violencia y acoso en el ámbito del trabajo, incluidas 
aquellas originadas en razón del género. Aquí hablamos de normas 
en sentido material, lo que incluye leyes, decretos, resoluciones, 
protocolos aplicables al ámbito de los servicios públicos, etc. En su 
mayoría se trata de regulaciones que poseen un alcance más limitado 
que las previsiones generales, pero que al mismo tiempo contienen 
mecanismos más detallados, y por ende obligaciones más específicas, 
tendientes a abordar la situación en el mundo del trabajo.

Finalmente, el marco de protección contra la violencia y el acoso en 
el mundo del trabajo se complementa con las normas incluidas en la 
negociación colectiva. Aquí los avances han sido cuantitativamente 
menos importantes, pero será importante destacar aquellos casos 
donde sí se han podido establecer, por vía de la negociación entre las 
organizaciones sindicales y los empleadores, normas heterónomas 
que avanzan con mayor grado de detalle sobre las desigualdades y 
asimetrías de poder en el mundo del trabajo, incluida la discriminación 
por género.

A continuación analizaremos la información disponible correspondiente 
a los ocho países seleccionados como muestra para este estudio, 
siguiendo dicha clasificación. En un primer momento, abordaremos la 
legislación tanto general como aquella que se refiere expresamente 
a la violencia y el acoso en el mundo del trabajo. Posteriormente, 
describiremos los avances que en materia de violencia y acoso en el 
mundo del trabajo se han plasmado en iniciativas que, con distinto 
alcance, han contado con la participación de organizaciones sindicales.

El objetivo de esta sección es sistematizar información referida a 
los países de la región que actualmente se encuentra dispersa y que 
podría ser utilizada en los distintos contextos nacionales donde se 
plantean discusiones de alcance similar y también en el marco de 
los debates tendientes a impulsar la ratificación del Convenio 190 
de la OIT. Sobre estas cuestiones volveremos más adelante en las 
conclusiones de este estudio.

4.1 Brasil
La Constitución Brasileña de 1988 significó un gran avance en 
relación a la igualación entre hombres y mujeres mediante la equidad 
garantizada por el Estado tanto en la esfera pública como en la privada. 
Asimismo se establece que el Estado creará mecanismos para prohibir 
la violencia de género. Dicho país y sus organizaciones civiles tuvieron 

LegislaciÓn y prÁcticas 
a nivel nacional sobre 
violencia y acoso en el 
mundo del trabajo
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un papel relevante también en la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (también 
conocida como Convención de Belém do Pará), ratificada por Brasil 
en 1995. Por su parte, la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer fue ratificada por 
Brasil en 1984.

En el mismo camino, el gobierno brasileño creó en 1995 la Secretaría 
Nacional de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia con el fin de 
hacer efectivos los Tratados y Convenciones Internacionales a través 
de la implementación de políticas públicas y privadas que cumplan 
con las obligaciones y medidas de protección y promoción de los 
derechos humanos en general y de las mujeres en particular. Entre 
estas iniciativas se lanzaron varios programas tendientes a apoyar 
políticas de los gobiernos estatales y municipales en la lucha contra 
la violencia doméstica y sexual así como a incentivar investigaciones 
sobre la violencia y discriminación contra las mujeres.

4.1.1 LEGISLACIÓN NACIONAL
En términos federales Brasil regula varias situaciones de violencia 
hacia la mujer pero ligadas específicamente al ámbito doméstico 
entre las que se encuentra el acoso sexual. La regulación sobre este 
último delito se remonta al 2001, en el cual el acoso sexual pasó a 
ser considerado crimen en Brasil, a través de la Ley 10.224/2001, 
que prevé pena de uno a dos años.

La violencia laboral hacia las mujeres en particular y hacia todos los 
trabajadores en general no aparecen especificadas en ningún marco 
normativo laboral federal, aunque pueden encontrar una acción en los 
artículos 1, 3 y 5 de la Constitución de 1988, que tratan sobre la honra y la 
dignidad de las personas, y en algunas disposiciones de la Consolidación 
de las Leyes del Trabajo (CLT) que prohíben la discriminación y faltas sobre 
la integridad de las personas. Por su parte, el artículo 186 del Código Civil 
define la práctica del acoso moral como un acto ilícito, y el artículo 927 
obliga a quien lo practique a repararlo. 

Este vacío a nivel Federal que dificulta la protección y defensa de 
las víctimas se ha visto subsanado, al menos parcialmente, por 
cientos de leyes estaduales y municipales. Efectivamente, a partir 
del 2000 han proliferado diferentes legislaciones estatales y en la 
administración municipal que abordan esta problemática. Gran parte 
de esta normativa está dirigida al sector público. 

4.1.2 LEGISLACIÓN ESTADUAL Y MUNICIPAL
Los avances legislativos sobre violencia y acoso en el mundo del 
trabajo se desarrollan a nivel estadual y municipal, con aplicación en 
el ámbito de las administraciones públicas estaduales. En tal sentido, 
se trata de cientos de normas que alcanzan a una importante porción 
del sector público del país. La primera de ellas fue dictada en el año 
2000 en el municipio de Iracemópolis en el estado de San Pablo. 
Desde entonces se han promovido leyes que, con distinto alcance, 
han abordado esta problemática.

A nivel estadual pueden distinguirse tres grandes grupos. Por un 
lado, aquellos estados que no cuentan con legislación específica 
o genérica sobre el tema. Entre ellos se encontraban, hasta el año 
2020, los siguientes: Acre, Alagoas, Espíritu Santo, Maranhao, Pará, 
Paraná, Piauí, Río Grande do Norte, Santa Catarina y Sergipe. En 
segundo lugar, estados que contaban con legislaciones genéricas, 
tales como Bahía, Mato Grosso, Roraima y Tocantins. Finalmente, 
aquellos estados que cuentan con legislación específica, cuyo detalle 
puede apreciarse en el siguiente cuadro5.

5  La fuente de esta sistematización es Maia Nogueira, R. et al (2019). A sistematização legislativa 
do assédio moral no trabalho no âmbito das administrações públicas estaduais no Brasil. En Revista Ciencias 
Administrativas, Fortaleza, Brasil.

Estado Ley Año

Amapá Ley 1818 2014

Amazonas Ley 121 2012

Ceará Ley 15036 2011

Distrito Federal Ley 2949 2002

Goiás Ley 18456 2014

Mato Grosso do Sul Ley 2310 2001/2013

Minas Gerais Ley complementaria 116 2011

Paraíba Ley complementaria 127 2015

Pernambuco Ley 13314 2007

Río de Janeiro Ley 3921 2002

Río Grande do Sul Ley 12561 2006

Rondonia Ley 1860 2008

San Pablo Ley 12250 2006

La legislación estadual incluye dimensiones tales como:

 » Deterioro intencional de las condiciones de trabajo

Dentro de esta categoría se incluyen distintas hipótesis de supuestos 
que son considerados como de acoso moral (assédio moral) y se 
encuentran presentes en todas las leyes estaduales referidas 
anteriormente, a excepción de la dictada en Río Grande do Sul.

Entre ellas se encuentran la atribución, de modo frecuente, al agente 
público de una función incompatible con su formación académica o 
técnica (Amapá y Minas Gerais), la exigencia de realizar actividades 
incompatibles con el cargo o en plazos inviables (Amazonas, Ceará, 
Goiás, Mato Grosso do Sul, Río de Janeiro, Rondonia y San Pablo), 
exigir la realización de tareas incompatibles con las funciones para las 
que fue contratado (Distrito Federal), privar a quien trabaja del acceso 
a los instrumentos y equipos adecuados para realizar su labor, darle 
atribuciones permanentemente ajenas al cargo que ocupa, asignarle 
sistemáticamente tareas que van más allá de su competencia, asignar 
tareas humillantes, proporcionar peores condiciones de trabajo 
que las de otros trabajadores que desempeñan funciones afines 
(Paraíba), reiterar críticas y comentarios inapropiados o subestimar 
los esfuerzos, retener información que es esencial para el desempeño 
de sus funciones (Pernambuco).

 » Aislamiento e imposibilitar las comunicaciones

La aplicación de medidas tendientes a aislar a un trabajador o 
trabajadora y a separarlo de sus compañeros de trabajo constituye 
uno de los mecanismos más extendidos de acoso en el trabajo.  Estas 
acciones están comprendidas en casi todas las leyes estaduales, a 
excepción de Río Grande do Sul, Pernambuco y el Distrito Federal.

La forma en la que esta categoría es regulada en la legislación incluye 
aislar o favorecer el aislamiento de los agentes públicos privándolos 
de la información y formación necesarias para el desarrollo de sus 
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funciones o para la interacción con sus compañeros (Amapá, Minas 
Gerais), hostigar psicológicamente, despreciar, ignorar o humillar a la 
persona que trabaja , aislándola de los contactos con sus compañeros 
y superiores jerárquicos o con otras personas con las que debe 
relacionarse funcionalmente (Amazonas, Mato Grosso do Sul, Río 
de Janeiro, Rondonia), despreciar, ignorar o humillar al servidor, con 
el fin de aislarlo de los contactos con otros (Ceará, Goiás, San Pablo), 
abstenerse de comunicarse con el trabajador o la trabajadora, prohibir 
que el resto de los trabajadores se comuniquen con él (Paraíba).

 » Atentados contra la dignidad

La categoría atentados contra la dignidad está presente en todas 
las leyes a excepción de Pernambuco y Río Grande do Sul. Dentro 
de ella se incluyen las manifestaciones en detrimento de la imagen 
de un agente público, someterlo a situaciones molestas o fomentar 
rumores y comentarios maliciosos (Amapá), difundir rumores y 
comentarios maliciosos, así como críticas repetidas o subestimar 
esfuerzos afectando la salud mental del trabajador (Amazonas, 
Goiás, Mato Grosso do Sul, Río de Janeiro), realizar críticas repetidas o 
subestimar esfuerzos, exponer a quien trabaja a situaciones adversas 
que dañen su desarrollo personal, profesional o financiero (Ceará), 
descalificaciones mediante palabras, gestos o actitudes, incluyendo 
la utilización de apodos o expresiones despectivas (Distrito Federal), 
efectuar bromas en detrimento de la imagen de la persona trabajadora 
sometiéndola a una situación irritante, descalificaciones repetidas a 
través de palabras, gestos o actitudes, aprovechando una posición 
jerárquica o funcional superior, equivalente o inferior (Minas Gerais), 
criticar el trabajo injusta o exageradamente delante de terceros, 
presionar a quien trabaja  para que no haga valer sus derechos, 
interrumpir constantemente, descalificar o hacer gestos de desprecio 
(Paraiba), la exposición a situaciones humillantes o vergonzosas, 
incluyendo acciones palabras o gestos practicados de forma repetida 
y prolongada, por agentes, delegados, jefes o superiores jerárquicos 
que hagan abuso de su autoridad, propagar rumores y comentarios 
maliciosos, así como críticas que afecten la salud mental del trabajador 
(Rondonia), difusión de rumores y comentarios maliciosos, realización 
de críticas reiteradas y subestimación de los esfuerzos (San Pablo).

 » Violencia verbal y física

Las referencias expresas a situaciones de violencia verbal y física se 
encuentran en la mitad de las leyes estaduales relevadas. En particular, 
se encuentran la exposición intencional de las y los empleados 
a situaciones que conllevan efectos físicos o mentales adversos 
(Amazonas, Río de Janeiro, Pernambuco, Rondonia, San Pablo), la 
exposición de quien trabaja  a efectos adversos físicos o psíquicos, 
hacer uso de un cargo para inducirlo a entablar relaciones personales, 
persuadirlo de realizar actos ilegales o dejar de realizar un acto 
determinado por la ley (Goiás), asignar trabajos peligrosos contra la 
voluntad de la persona que trabaja, amenazar o practicar actos de 
violencia verbal, física o sexual (Paraíba).

 » Apoyo a las víctimas

En algunas normas existen referencias explícitas al apoyo a las 
víctimas de violencia y acoso en el mundo del trabajo. En ellas se 
encuentran la obligación de que el Estado brinde asesoramiento 
médico y psicológico, tanto a los sujetos activos como pasivos de 
los actos de violencia y acoso (Amapá, Ceará, Goiás, Minas Gerais).

 » Instrumentos de prevención

Finalmente, casi todas las leyes, a excepción de la del Distrito Federal, 
contienen previsiones que establecen instrumentos y mecanismos 
tendientes a prevenir los actos de violencia y acoso en el mundo del 
trabajo. Entre ellas se encuentran la promoción de cursos de educación 
y formación, la realización de debates y conferencias, la elaboración 
de folletos y material gráfico de sensibilización, el seguimiento de 
información estadística sobre licencias médicas originadas en este 
tipo de situaciones (Amapá, Goiás, Minas Gerais), la obligación de 
que los órganos o entidades de la administración pública estatal, así 
como los concesionarios o los licenciatarios adopten medidas para 
prevenir los actos de intimidación en los lugares de trabajo (Amazonas, 
Mato Grosso do Sul, Pernambuco, Río de Janeiro, Río Grande do Sul, 
Rondonia), establecimiento de un Sistema de Prevención y Combate 
al Acoso Moral (Ceará), el establecimiento de la Semana Estatal para 
la Prevención y Combate del Acoso Moral (Paraiba), la obligación de 
la administración pública estatal de adoptar las medidas necesarias 
para prevenir el acoso moral teniendo en cuenta la autodeterminación 
de cada trabajador (San Pablo).

La sistematización detallada de todas las normas que alcanzan, con 
mayor o menor extensión, las situaciones de violencia y acoso en el 
mundo del trabajo excede el marco de este trabajo, más aún cuando 
ellas deben complementarse con numerosas leyes dictadas a nivel 
municipal en varios Estados. Dentro de los Estados que lograron 
incorporar mayor cantidad de normativa municipal podemos mencionar 
a San Pablo (Iracemápolis, Ubatuba, Conchas, Jaboticabal, Americana, 
Campinas, Guarulhos, Botucatu, Ilha Bela, Itaquaquecetuba, Ribeirão 
Preto, Presidente Prudente, Martinópolis, São Caetano do Sul, Poá, 
Santana de Parnaíba, Praia Grande, Osasco, Amparo, Monte Aprazível, 
Araraquara, Suzano), a Paraná (Cascavel, Fazenda Rio Grande, Campina 
Grande do Sul, Foz do Iguaçu, Londrina, Pinhais, Maringá), a Minas 
Gerais (Divinópolis, Juiz de Fora, Sete Lagoas), y a Rio Grande do Sul 
(Osório, Santa Maria, Gravataí, Bagé, Porto Alegre, Capão da Canoa). 
Además poseen reglamentaciones específicas los municipios de Río 
de Janeiro y Brasilia entre otros. En términos generales, estas leyes 
tienen como objeto prevenir, controlar, sancionar y erradicar el acoso 
laboral. En ellas se establecen obligaciones tanto para el empleador 
como para la autoridad de aplicación y en algunos casos se enuncian 
procedimientos internos y especifican sanciones específicas tales 
como multas o suspensiones. A modo de ejemplo a continuación 
describimos en detalle el contenido de la ley aplicable en el ámbito 
público en el Municipio de Sao Paulo.

 » Municipio de São Paulo

El 10 de enero de 2002 se promulgó la ley 13.288, que dispone 
penalidades a la práctica de acoso “assédio moral” en las dependencias 
de la Administración Pública Municipal ejercida directa o indirectamente 
por trabajadores y funcionarios públicos municipales. Las mismas se 
enumeran de la siguiente manera: 1) Curso de mejora profesional; 
2) Suspensión; 3) Multa; 4) Despido.

En sintonía con las leyes estaduales presentadas anteriormente, esta 
regulación define el asedio moral como “cualquier tipo de acción, gesto 
o palabra que, por repetición, alcanza la autoestima y la seguridad 
de un individuo, haciéndole dudar de sí mismo y de su competencia 
e implicando daños al entorno laboral, la evolución de su carrera 
profesional o su estabilidad en el empleo”. La ley define que este 
tipo de acciones se refieren a:
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• Asignar resolución de tareas con plazos imposibles;

• Asignar a un empleado a tareas con responsabilidad por debajo 
de sus calificaciones;

• Apropiarse del trabajo o ideas ajenas;

• Ignorar o excluir a un empleado solo dirigiéndose a través 
de terceros;

• Dificultar o impedir el acceso a la información;

• Difundir rumores maliciosos; 

• Criticar con persistencia;

• Subestimar los esfuerzos.

Esta ley se articula con el decreto reglamentario 43.558 de julio de 
2003 que explicita un procedimiento específico para la denuncia 
estableciendo pasos y plazos de acción. 

Posteriormente, el decreto 56.130 dictado en el año 2015 estableció la 
necesidad de contar con un código de conducta para los trabajadores 
y funcionarios de la Administración Municipal. Este código regula 
formas de conducta funcional, educación ética y de prevención de la 
corrupción. Aunque en líneas generales el decreto busca normativizar 
el vínculo entre servidores públicos y ciudadanía, su artículo 2 dispone 
que uno de los objetivos del decreto es “reforzar un ambiente de 
trabajo ético que fomente el respeto mutuo entre los empleados”.

En 2016 se profundizó la normativa municipal sancionando una ley 
específica sobre el acoso sexual. La ley 16.488 define al acoso sexual 
como “cualquier tipo de acción, gesto, palabra o comportamiento que 
cause vergüenza con connotación sexual, independientemente de la 
existencia de una relación jerárquica entre el acosador y la víctima del 
acoso”. Asimismo la ley explicita que el hecho no requiere repetición 
para ser alcanzado por la normativa y enumera distintos tipos de 
acoso sexual, a saber: 

• Acoso sexual por chantaje: causado generalmente por un 
superior jerárquico que busca sacar una ventaja sexual mediante 
la presión o la promesa de beneficios laborales.

• Acoso sexual por intimidación: el que se caracteriza por un 
comportamiento invasivo e inapropiado, con connotación 
sexual, que crea una situación especialmente ofensiva.

Estos tipos de acoso pueden generarse en el lugar de trabajo (cualquier 
dependencia interna o externa en la cual los trabajadores desarrollen 
tareas), por medios electrónicos (sin importar desde dónde y hacia 
donde se envíe o reciba el mensaje) o fuera del lugar de trabajo, en 
casos de chantaje de acoso sexual.

En el artículo 3 se estipulan acciones específicas para combatir estas 
prácticas entre las que se encuentran: la difusión de información entre 
los agentes destinados a reconocer y respetar la igualdad de género, 
la raza y la orientación sexual; la divulgación entre los agentes de 
los comportamientos que caracterizan el acoso sexual, así como los 
mecanismos para recibir denuncias y las sanciones previstas por la ley. 

La ley avanza también en un procedimiento de queja mediante la 
constitución de un canal de servicio centralizado con el que contarán 
los trabajadores para orientar y recibir quejas sobre la situación de 
acoso sexual, asegurando la confidencialidad. Este canal, además, 

“ofrecerá refugio y seguimiento a la víctima, guiándola sobre los 
servicios públicos municipales que ofrecen apoyo psicológico y social.” 
Se le asigna al organismo responsable del canal la sistematización 
de datos y la confección de informes de diagnóstico sobre el acoso 
sexual dentro de la Administración Pública Municipal.

Así como la ley de acoso moral, esta normativa establece sanciones: 
a) apercibimiento; b) suspensión; c) multas; d) despidos; e) retiro de 
jubilación o disponibilidad. La aplicación de sanciones se determinará 
de acuerdo con la gravedad de la conducta.

Un elemento interesante de remarcar refiere al artículo 12 en el cual 
se establece que mientras dure el “procedimiento administrativo 
disciplinario, el agente público acusado puede ser suspendido 
preventivamente, según lo dispuesto en el art. 199 de la Ley N° 
8989 de 1979, o transferido temporalmente si su presencia en el 
mismo lugar de trabajo de la víctima representa una amenaza o 
incomodidad y el cambio no causa daño a la Administración.”

La víctima del acoso sexual cuenta con un lugar de relevancia en 
esta regulación, en tanto allí se dispone que su palabra contará con 
especial importancia “siempre que su narrativa sea creíble a la luz del 
conjunto de pruebas y no haya evidencia de la intención deliberada 
de dañar a una persona inocente”. Este párrafo se relaciona con la 
dificultad de contar con pruebas, más allá del relato de los hechos, 
que tienen este tipo de situaciones. 

El decreto reglamentario 57.444 de noviembre de 2016 especifica 
los canales de denuncia y la autoridad competente en cada caso. 
Asimismo establece las competencias y objetivos para el Canal 
Especializado que prevé la ley 16.488. El decreto crea además un 
Comité de Monitoreo y Evaluación de Políticas Institucionales contra 
el Acoso Sexual, compuesto por representantes de varias Secretarías 
y agencias municipales. Este Comité es responsable de formular 
propuestas destinadas a calificar las políticas implementadas en esta 
materia; promover el diálogo y el intercambio de datos, información y 
metodologías con otros grupos temáticos y centros de investigación 
que trabajan en el tema; y para promover, proponer y ejecutar acciones 
de sensibilización, calificación y formación de los agentes públicos 
municipales.

4.1.3 ACCIONES SINDICALES TENDIENTES A PREVENIR Y 
ERRADICAR LA VIOLENCIA Y EL ACOSO EN EL MUNDO DEL TRABAJO
Entre las iniciativas desarrolladas por las organizaciones sindicales se 
pudieron detectar distintos tipos de acciones que pueden dividirse en 
dos grupos: 1) negociación colectiva que incluye cláusulas referidas 
a este tema en acuerdos y convenios colectivos de trabajo, 2) otras 
prácticas sindicales para la prevención y abordaje del acoso moral 
y sexual entre las que se incluyen Consejos de Salud, Ouvidorías, 
Campañas de prevención y difusión.

 » Negociación colectiva

En relación con la negociación colectiva la inclusión de cláusulas para 
prevenir la violencia laboral y el acoso sexual suele ser de carácter 
general pero, como afirmó un dirigente, poseen relevancia dado que 
“muchas veces son las únicas alternativas que tienen los sindicatos 
para combatir la violencia y acoso en el ambiente de trabajo”. 

Una aproximación general a esta cuestión se encuentra en el estudio 
“La negociación colectiva y el acoso moral en Brasil: una luz al final 



17

MARCO COMPARATIVO SOBRE LA LEGISLACIÓN Y PRÁCTICAS PARA ABORDAR LA VIOLENCIA Y EL ACOSO EN EL MUNDO DEL TRABAJO  
CASOS BRASIL, CHILE, COLOMBIA, EL SALVADOR Y PERÚ

del túnel?6”, donde se consideraron los convenios colectivos de 
700 sindicatos durante el período 2011-2017. En dicho trabajo 
se encontraron 177 cláusulas vinculadas al acoso laboral, cuyas 
características y contenidos principales se sintetizan a continuación.

• Características generales. La mayor parte de las cláusulas 
relevadas tienen un carácter general dado que se centran en 
prohibir o en prevenir el acoso moral en el trabajo, habiendo 
muy poco avance en cuanto a las formas concretas de abordarlo. 
Hubo un crecimiento de las cláusulas sobre acoso sexual, que 
abordaron específicamente la violencia sexual y que tienen 
como principal grupo destinatario a las mujeres. En cuanto a la 
distribución regional de los sindicatos se verificó presencia en 
ámbitos nacionales, estaduales y municipales, con presencia en 
los estados de San Pablo, Minas Gerais, Rio de Janeiro, Bahia, 
Distrito Federal, Ceará, Paraná, Santa Catarina, Pará, Pernambuco, 
Rio Grande do Norte y Rio Grande do Sul.

• Prevención y difusión: este tipo de cláusulas incluyen como 
acciones posibles programas, conferencias y otros medios 
educativos para llegar a los y las trabajadoras. La prevención 
es considerada muy importante para luchar contra este tipo de 
violencia, junto con la investigación y la existencia de sanciones. 

• Creación o mantenimiento de consejos o comisiones internas 
para tratar casos de violencia laboral dentro del establecimiento 
empresarial. Si bien la existencia de estos órganos en las empresas 
u organismos no implica necesariamente que los sindicatos 
tengan intervención en los casos de violencia, el establecimiento 
de comisiones en el que los sindicatos tengan poder de veto y 
voz es un avance importante en relación con los discursos con 
buenas intenciones. La obligación de reunirse a negociar hace más 
fácil la actuación del sindicato para presionar a los empleadores 
a actuar en caso de acoso.

• Sanciones para los agresores. Las cláusulas punitivas son muy 
escasas en número pero el hecho de que empiece a visibilizarse es 
positivo. Por un lado porque contribuye a la prevención señalando 
las conductas que deben evitarse y, por el otro, porque actúa de 
forma protectoria en tanto quienes sufren violencia se sienten 
amparados por la organización al momento de denunciar.

• Apoyo a la víctima de acoso. Este tipo de cláusulas prevén 
orientación y apoyo psicológico a la víctima tanto en los casos 
donde la denuncia haya sido comprobada como en los que no. 
También obliga a las empresas a prestar total apoyo al trabajador 
acosado, a través de la debida asistencia, resguardando siempre 
el derecho del trabajo sometido, a tomar las medidas legales que 
juzgue apropiadas.

Con posterioridad a la fecha del estudio citado mencionaremos otros 
dos convenios, destacados por las organizaciones consultadas para 
este trabajo. Por un lado, el Acuerdo Colectivo de Trabajo 2018/2019 
realizado entre la Federación de los Trabajadores del Servicio Público 
Federal - CONDEF y la Empresa Brasilera de Servicios Hospitalarios - 
EBSERH, que incluyó dentro del apartado denominado Relaciones del 
trabajo, condiciones de trabajo, normas de persona y estabilidades el 
acoso moral y sexual una cláusula que compromete a las empresas 
a realizar acciones de prevención: 

“La EBSERH realizará acciones preventivas 
para cubrir la ocurrencia del acoso 
sexual, bien como acciones preventivas y 
elaboración de reglamentación como de los 

6  Nogueira, Moreira de Carvalho Neto e Soares Nunes (2018), A negociação coletiva e assédio 
moral no Brasil: alguma luz no fim do túnel?, REAd, Rev. eletrônica adm. 24 (03) http://dx.doi.org/10.1590/1413-
2311.215.81936 

procedimientos que serán adoptados en 
caso de que ocurran posturas abusivas y 
comportamientos hostiles que puedan llevar 
a la caracterización del acoso moral.
Párrafo único. La empresa se compromete 
a realizar actividades preventivas sobre 
el el acoso moral y acoso sexual para los 
empleados y gestores, objetivando dar 
mayores conocimientos sobre el tema”.

Posteriormente, el 1º de septiembre de 2021 se suscribió la 
Convención Colectiva de Trabajo entre el Sindicato de Enfermeros 
del Estado de Bahía (SEEB) y el Sindicato de las Santas Casas y 
Entidades Filantrópicas del Estado de Bahía (SINDIFIBA) que en su 
cláusula 13 estableció el compromiso de realizar protocolos que tengan 
participación del sindicato: “Acoso moral: las empresas quedarán 
comprometidas a realizar protocolos con la participación del SEEB, 
para prohibir el acoso moral o sexual en el trabajo”. 

 » Otras prácticas sindicales para la prevención y abordaje del 
acoso moral y sexual

Entre las acciones sindicales para prevenir y abordar el acoso moral 
y sexual se mencionaron instancias paritarias como Comisiones y 
Consejos de Salud. Tienen participación de trabajadores y empleadores 
y son muy relevantes dado que lo que se decide en ese ámbito tiene 
carácter obligatorio.

Consejo de Salud del sindicato de los trabajadores judiciales del 
Estado de Minas Gerais (SITRAEMG)
El Consejo Nacional de Justicia (CNJ) viene desarrollando desde 
2014 una política que busca reducir el ausentismo para lo cual 
creó un grupo de trabajo que derivó en la creación de la Política 
de Atención Integral de Salud del Servidor y Magistrado (PAISSM).  
Esto habilitaba la participación de los sindicatos en los Comités 
de Salud creados en los tribunales. Uno de los objetivos con los 
que participó la organización fue instalar el debate sobre el acoso 
moral para que se creen mecanismos para prohibir o enfrentarlo y 
adoptar una política de metas y productividad que considere de la 
realidad de cada tribunal y garantice derechos para quienes están 
realizando teletrabajo. 

Comisión de combate al acoso moral de los sindicatos judiciales 
SINJUS y SERJUSMIG de Minas Gerais
Esta comisión presentó a la Administración del Tribunal de Justicia 
de Minas Gerais un plan de prevención al acoso moral. El plan incluye 
cinco ejes: 1) Involucramiento de diversos sectores en el combate 
del acoso moral dentro de la justicia; 2) Inversión en formación y 
cursos para el personal y las jefaturas; 3) Formar una comisión 
multidisciplinar paritaria (con participación de representantes de la 
salud del Tribunal de Justicia, de los sindicatos y de otros sectores que 
puedan contribuir); 4) Que esta comisión multidisciplinar desarrolle 
un cuestionario a ser aplicado en los diversos sectores del Poder 
Judicial para hacer un diagnóstico sobre los sectores, a fin de que 
se pueda trabajar las posibles fallas detectadas; 5) Que en los 
entrenamientos introductorio (SERINS) y los demás entrenamientos 
el tema del acoso moral en el trabajo sea tratado. De los cinco ejes 
del plan, fueron adoptados los dos que refieren a formación aunque 
de forma discontinua.
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Una política de prevención y combate del acoso moral en Poder 
Judicial de Minas Gerais con participación sindical: Comisiones de 
Prevención y Combate al Acoso Moral y Sexual
Por último, cabe destacar la Resolución N° 351 del Consejo Nacional 
de Justicia7, del 28 de octubre de 2020 establece una Política de 
Prevención y Combate del Acoso Moral, del Acoso Sexual y de Todas 
las Formas de Discriminación que incluye la participación sindical 
como miembro integrante de la Comisión. Esta Resolución establece 
un procedimiento para la acción, que incluye la posibilidad de la 
denuncia anónima. 

Las ouvidorias fueron mencionadas como espacios de denuncia. La 
información relevada permitió identificar la existencia de estas en el 
ámbito de municipios u otros organismos del Estado como el Poder 
Judicial y las Ouvidorías del Tribunal Superior de Trabajo y la General 
del Consejo Superior de la Justicia del Trabajo. Si bien estas instancias 
parecen ser externas a las organizaciones sindicales son utilizadas 
como lugares de derivación para canalizar las denuncias. Este es 
el caso, por ejemplo, del Sindicato Nacional de los Servidores del 
Ministerio de Relaciones Exteriores (SINDITAMARATY) que recomienda 
a sus afiliadas y afiliados a radicar la denuncia en la Ouvidoria do 
Servidor, dependiente de la Secretaría de Relaciones de Trabajo 
del Servicio Público del Ministerio de Planeamiento, Desarrollo y 
Gestión. No obstante, también hay Ouvidorías sindicales como 
canales para realizar reclamos, quejas, propuestas y denuncias 
en general. Entre ellos pueden mencionarse el del Sindicato de los 
Trabajadores Municipales de la Estancia Balnearia de Playa Grande 
o del Sindicato Nacional de los Auditores Fiscales Agropecuarios.  
Al momento de realizar de este estudio no hemos podido detectar 
Ouvidorías sindicales con especificidad en denuncias sobre acoso. 

Existen numerosas campañas de difusión y prevención desde las 
organizaciones sindicales para tratar este tema, lo que incluye 
información sobre el acoso moral y sexual y de los lugares a los cuales 
recurrir.  En este sentido, estos materiales constituyen una fuente de 
información para saber qué acciones proponen los sindicatos. En el 
informe anterior se incluyeron dos iniciativas a las cuales sumaremos 
algunas más que involucran a organizaciones miembro del ISP.  

Campaña “La política es pública, mi cuerpo no lo es” del SINDSEP 
de San Pablo
Desde la Secretaría de Atención a las Mujeres Trabajadoras del 
SINDSEP-SP junto con los Departamentos de Salud Ocupacional, Legal 
y Capacitación se desarrolló una campaña que incluyó una publicación 
y talleres de capacitación descentralizados en las dependencias 
municipales. Asimismo, se propuso crear un Comité para Combatir 
el Acoso Sexual. El Comité es responsable de pensar en el flujo de 
atención de casos, de recibir a las víctimas y de crear conciencia y 
capacitación sobre el tema al interior del sindicato.

Cartilla de formación y divulgación “Violência contra as mulheres 
nos locais de trabalho:   denuncie, combata Pare!” Realizada por 
El Comité de Mujeres de los Servicios Públicos Internacionales 
(ISP-Brasil)
Este material presenta el tema y llama a los sindicatos a combatir 
y prevenir la violencia en los lugares de trabajo. En su introducción 
explícita que “No tiene la intención de agotar el tema o profundizar 
en las discusiones teóricas sobre los diversos aspectos del problema, 
pero proporciona elementos para permitir la identificación, denuncia, 

7  La resolución puede consultarse en http://site.serjusmig.org.br/uploads/serjusmig_2015/
oficios/Politica%20Assedio%20Moral(1).pdf 

prevención y búsqueda de soluciones a casos de violencia machista 
en el lugar de trabajo. De esta iniciativa participaron 19 sindicatos 
del sector público brasilero: CNTSS/CUT; CONDSEF; CONTRACS; 
CSPB; FASUBRA; FENAFISCO; FENASEPE; FESSP-ESP; FETAM/SP; 
FETAM/CE; FETAM/RN; FNE; FNU/CUT; SEEPE; SEESP; SINDSAÚDE/
SP; SINDSEP/SP; SINDSER/DF; UNSP.

Campaña “#SomosTodasConceição” de la Federación Nacional de 
Enfermeros (FNE) 
Esta campaña se realizó en defensa de la enfermera Conceição 
de Cássia Cardoso, de Recife (PE), que fue víctima de acoso moral 
por un médico en un hospital privado del municipio. En 2016 ella 
acudió al Sindicato de los Enfermeros del Estado de Pernambuco 
(SEEPE) en busca de apoyo y orientación jurídica sobre los actos de 
agresión que había recibido. La presidenta de dicha organización fue 
intimada a prestar declaración en la Delegación Especializada de 
Idoso, acusada de difamar al médico mediante la viralización de un 
video que muestra la situación de agresión. Este fue un intento de 
intimidación y silenciamiento para que ellas desistieran del proceso de 
denuncia abierto contra el médico. Por su parte, el Consejo Regional 
de Medicina de Pernambuco archivó el proceso administrativo, lo que 
fue denunciado por las organizaciones sindicales quienes realizaron 
un recurso para la reapertura. Esta campaña busca concientizar a 
los millones de trabajadores que solamente con unión y lucha se 
pueden defender los derechos y expresa repudio a cualquier acto 
de acoso moral, violencia laboral o acción que quiera descalificar a 
los y las enfermeras. 

Cuadernillo “Acoso Moral. Una historia de luchas y conquistas” del 
Sindicato dos Trabalhadores Municipais de São Paulo (SINPEEM) 
Este cuadernillo presenta definiciones sobre el acoso moral, una 
caracterización de las prácticas y de las formas en las que se produce, 
identifica estrategias del agresor y da cuenta de las consecuencias 
que tiene para quien es víctima de esta situación. Además avanza 
sobre los pasos a seguir y recomendaciones prácticas considerando 
la particularidad que asume en el servicio público. Por último incluye 
información sobre dónde acudir y un anexo con legislación y un 
formulario para registrar las denuncias.  

4.2 Chile
La protección legal contra la violencia y el acoso en Chile está plasmada 
en diferentes normas que tipifican estas conductas y sancionan a 
los responsables tanto en términos generales como en el ámbito de 
las relaciones laborales. Dichas normas se vinculan con los tratados 
internacionales de derechos humanos que han sido ratificados por 
el país, incluyendo la Convención sobre la Eliminación de todas las 
formas de Discriminación contra la Mujer en 1989 y la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer en 1996. A continuación daremos cuenta de algunas 
de las principales normas vigentes en Chile referidas a la violencia y 
el acoso en el mundo del trabajo, incluyendo la violencia y el acoso 
por razones de género.

4.2.1 LEGISLACIÓN NACIONAL RELATIVA A VIOLENCIA DE GÉNERO
La ley 20.609 dictada en el año 2012 tipifica los actos discriminatorios 
en forma muy amplia. Al respecto, según el artículo 2: “se entiende por 
discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que 
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carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado 
o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el 
ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la 
Constitución Política de la República o en los tratados internacionales 
sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren 
vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la 
raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, 
la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación 
o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el 
sexo, la maternidad, la lactancia materna, el amamantamiento, la 
orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, 
la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad”. 
Esta ley establece un procedimiento judicial específico tendiente a 
que los afectados puedan poner fin a dichos actos discriminatorios.

Por su parte, respecto a los actos de violencia en particular ley 
21.013 (2017) define penas más severas para los que incurran en 
el ejercicio habitual de violencia física o psíquica mientras que la ley 
21.153 (2019), que modifica el Código Penal tipificando el delito 
de acoso sexual en espacios públicos, define al acoso sexual como: 
“la realización, en lugares públicos o de libre acceso público, y sin 
mediar el consentimiento de la víctima, de actos de significación 
sexual capaz de provocar una situación objetivamente intimidatoria, 
hostil o humillante; sean actos de carácter verbal o ejecutados por 
medio de gestos, o conductas consistentes en acercamientos o 
persecuciones, o actos de exhibicionismo obsceno o de contenido 
sexual explícito”. Asimismo, impone pena privativa de libertad al que 
“en lugares públicos o de libre acceso público y que por cualquier medio 
capte, grabe, filme o fotografíe imágenes, videos o cualquier registro 
audiovisual, de los genitales u otra parte íntima del cuerpo de otra 
persona con fines de significación sexual y sin su consentimiento”.

4.2.2 LEGISLACIÓN REFERIDA A LA VIOLENCIA EN EL MUNDO 
DEL TRABAJO 
En el ámbito del trabajo existen numerosas herramientas legales 
que tipifican al acoso y la violencia laboral y sexual, tanto leyes 
como instructivos y orientaciones presidenciales. Por un lado, la 
ley 20.005 (2005) definió al acoso sexual como “el que una persona 
realice en forma indebida, por cualquier medio, requerimientos de 
carácter sexual, no consentidos por quien los recibe y que amenacen 
o perjudiquen su situación laboral o sus oportunidades en el empleo”. 

Por su parte, la figura del acoso laboral fue establecida en la ley 
20.607 (2012) como: “toda conducta que constituya una agresión 
u hostigamiento reiterados, ejercida por el empleador o por uno 
o más trabajadores, en contra de otro u otros trabajadores, por 
cualquier medio, y que tenga como resultado para el o los afectados su 
menoscabo, maltrato o humillación, o bien que amenace o perjudique 
su situación laboral o sus oportunidades en el empleo”.

Estas dos leyes modificaron el ordenamiento de las relaciones del 
trabajo en el sector privado (Código del Trabajo) y junto el Estatuto 
Administrativo y el Estatuto Administrativo para Funcionarios 
Municipales establecieron pautas tendientes a prohibir las conductas 
de acoso sexual y de acoso laboral. A partir de estas modificaciones 
el Código de Trabajo establece un procedimiento frente a los casos 
de acoso sexual señalando que: “la persona víctima de acoso sexual 
debe hacer llegar su reclamo por escrito a la dirección de la empresa, 
establecimiento o servicio en que trabaja o a la respectiva Inspección 
del Trabajo. El empleador puede optar entre hacer directamente una 
investigación interna o, dentro de los 5 días siguientes a la recepción 
de la denuncia, derivarla a la Inspección del Trabajo, la que tiene 30 días 

para efectuar la investigación. La investigación interna efectuada por 
el empleador debe realizarse en un plazo de 30 días. Una vez concluida 
la investigación, los resultados deben enviarse a la Inspección del 
Trabajo. Si la denuncia es hecha por el afectado - hombre o mujer - o 
derivada por el empleador a la Inspección del Trabajo, ésta efectuará 
una investigación en los mismos términos descritos anteriormente. 
Finalizada la investigación la Inspección del Trabajo le comunica los 
resultados al empleador y de haber comprobado la existencia del 
acoso sexual le sugerirá adoptar medidas concreta”. 

Por su parte, la Dirección del Trabajo estableció en la Ord. 3519/034 
de 2012, al reglamentar la ley 20.607, que acoso laboral es “todo 
acto que implique una agresión física por parte del empleador o de 
uno o más trabajadores, hacia otro u otros dependientes o que sea 
contraria al derecho que les asiste a estos últimos, así como las 
molestias o burlas insistentes en su contra, además de la incitación 
a hacer algo, siempre que todas dichas conductas se practiquen en 
forma reiterada, cualquiera sea el medio por el cual se someta a 
los afectados a tales agresiones u hostigamientos y siempre que 
de ello resulte mengua o descrédito en su honra o fama, o atenten 
contra su dignidad, ocasionen malos tratos de palabra u obra, o bien, 
se traduzcan en una amenaza o perjuicio de la situación laboral u 
oportunidades de empleo de dichos afectados. Para estos casos, la 
víctima de acoso laboral debe hacer llegar su reclamo por escrito a la 
dirección de la empresa, establecimiento o servicio en que trabaja o a 
la respectiva Inspección del Trabajo”. En cuanto a los procedimientos 
aplicables, el artículo 154 punto 12 del Código del Trabajo obliga a 
incorporar dentro de los reglamentos internos el procedimiento al 
que se someterán y las medidas de resguardo y sanciones que se 
aplicarán en caso de denuncias por acoso sexual mientras que el 
artículo 211 establece el procedimiento frente a la investigación de 
este tipo de situaciones.

En el marco de las relaciones laborales en el sector público, el Estatuto 
Administrativo (ley 18.834) incorpora los preceptos de las leyes 
20.607 y 20.005 en los incisos I y m del Artículo 84 mediante la 
prohibición de: “realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de 
los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este 
tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, 
inciso segundo, del Código del Trabajo” y “realizar todo acto calificado 
como acoso laboral en los términos que dispone el inciso segundo del 
artículo 2° del Código del Trabajo”. En la misma sintonía, el Estatuto 
Administrativo para Funcionarios Municipales ley 18.883 establece 
dicha prohibición en los incisos l y m del artículo 82.

La existencia de regulaciones contrarias a la violencia y el acoso 
en el mundo del trabajo no basta para que este tipo de prácticas 
sean erradicadas ni tampoco genera, per se, un mayor marco de 
protección para quienes las padecen. En el sector público, por caso, 
la desconfianza en los procedimientos internos solía provocar que 
el trabajador o trabajadora afectados directamente reclamaran en 
la justicia laboral, obteniendo en no pocos casos una respuesta más 
efectiva que en el ámbito administrativo. En dicho marco, en el año 
2006 el Gobierno dictó el Instructivo Presidencial sobre Buenas 
Prácticas Laborales en la Administración Civil del Estado, cuya finalidad 
fue prevenir y erradicar todo tipo de discriminaciones, y en especial, 
garantizar una igualdad de oportunidades y de trato entre hombres 
y mujeres y facilitar una mayor compatibilización de las obligaciones 
laborales y las responsabilidades familiares.

Esta herramienta es la primera de una serie que busca erradicar 
las desigualdades basadas en el género y obliga a implementar 
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un Código de Buenas Prácticas Laborales Sobre No Discriminación 
para la Administración Central del Estado. En materia de acoso 
laboral, el instructivo establece en su propuesta que: 1) “Deberá 
difundirse regularmente entre el personal, lo que se entiende por acoso 
laboral entre pares y entre jefaturas y colaboradores. Igualmente, el 
departamento de recursos humanos o el que haga sus veces, deberá 
designar una persona responsable de canalizar las denuncias de 
quienes se sientan víctimas de acoso laboral, entendiendo por éste, 
cualquier manifestación de una conducta abusiva, especialmente, 
los comportamientos, palabras, actos, gestos y escritos que puedan 
atentar contra la personalidad, dignidad o integridad física o psíquica 
de un funcionario, poniendo en peligro su empleo o degradando el 
clima laboral”; 2) “Los departamentos de recursos humanos o los 
que hagan sus veces, deberán efectuar acciones de capacitación y 
sensibilización permanente, de carácter preventivo, respecto de las 
conductas señaladas en los numerales anteriores”; 3) “Se deberá 
incorporar en los reglamentos internos de Higiene y Seguridad, 
orientaciones destinadas a la prevención de las conductas señaladas 
en los numerales precedentes, así como los procedimientos para su 
denuncia e investigación”; 4) “Se deberá informar periódicamente al 
Jefe del servicio sobre los hechos o conductas constatados, en el marco 
de los numerales precedentes, así como las medidas adoptadas para 
su corrección. Igual información proporcionarán a la Junta Calificadora.”

En 2015 la Presidencia de la Nación presentó un nuevo Instructivo 
Presidencial sobre Buenas Prácticas Laborales en Desarrollo de 
Personas en el Estado a partir del cual, las instituciones públicas deben 
garantizar el cumplimiento de la normativa vigente en materia de 
derechos laborales individuales y colectivos e incorpora dimensiones 
tales como: el irrestricto respeto a la dignidad humana, condiciones de 
acceso al empleo público y al desarrollo laboral sin discriminaciones 
de ningún tipo, mantener un ambiente laboral de mutuo respeto entre 
hombres y mujeres y desarrollar acciones para generar la prevención 
y sanción del acoso laboral y sexual.  

Aun así, los procedimientos administrativos siguen mostrando 
importantes obstáculos para dar cuenta de los actos de violencia 
y acoso en el mundo del trabajo, ya sea por los déficits en materia 
de prevención, por la inexistencia de políticas para definir cómo 
abordar la situación del responsable de dichos actos y por la falta 
de participación de la víctima en dichos ámbitos. De esta manera, 
en muchos casos se han obtenido mejores respuestas en el ámbito 
judicial que en el administrativo, situación que se potenció por una 
reforma legislativa del año 2020 que posibilitó que los trabajadores y 
trabajadoras del sector público recurran a la herramienta de la tutela 
judicial en igualdad de condiciones que sus pares del sector privado.

Otra de las herramientas para las relaciones laborales en el sector 
público son las Orientaciones para la prevención del acoso laboral en 
los servicios públicos (2010) de la Dirección Nacional del Servicio Civil 
donde se establecen orientaciones conceptuales sobre el acoso laboral, 
una estrategia de intervención o formas de abordar el acoso laboral en 
los servicios, orientaciones para la implementación de un programa 
de trabajo que contribuya a generar condiciones necesarias para 
abordar el acoso laboral, considerando la prevención y la elaboración de 
procedimientos de denuncia, investigación y sanción, y orientaciones 
para la elaboración de un procedimiento que facilite y complemente 
el trabajo de los servicios públicos. 

Entre las normas más actuales se encuentra el Instructivo Presidencial 
sobre igualdad de oportunidades y prevención y sanción del maltrato, 
acoso laboral y acoso sexual en los ministerios y servicios de la 

Administración Estado (2018), a partir de la cual los servicios 
públicos deben: 1- Elaborar y desarrollar planes de acción anuales 
de prevención de maltrato, acoso laboral  sexual, 2- Promover el buen 
trato, ambientes laborales saludables y respecto por la dignidad de las 
personas, 3- Realizar acciones difusión, sensibilización y formación 
en estos temas, 4- Incluir estas temáticas en los sistemas de gestión 
de personas, 5- Monitorear y reportar estas medidas al Ministerio 
de la Mujer, Dirección de Servicio Civil, Contraloría Nacional, 6- Llevar 
adelante acciones para la difusión y promoción de los procedimientos 
de denuncia y, 7- Implementar acciones de capacitación y formación 
para los actores intervinientes en el procedimiento de denuncia, 
investigación y sanción de estas conductas. 

Por último, se encuentran las Orientaciones para la Elaboración de 
un procedimiento de denuncia y sanción del Maltrato, acoso laboral 
y sexual, elaboradas por el Servicio Civil en 2018, documento que 
actualiza la versión de 2015 y presenta los principios orientadores 
para el tratamiento de la temática.

4.2.3 PROTOCOLOS DE ACTUACIÓN EN MATERIA DE VIOLENCIA 
DE GÉNERO Y VIOLENCIA EN EL ÁMBITO DEL TRABAJO
La legislación reseñada se complementa con numerosos protocolos 
sobre los mecanismos para abordar las situaciones de acoso laboral y 
sexual en el mundo del trabajo. En el sector público ellos surgen como 
forma de dar cumplimiento al Instructivo Presidencial n°001, del 26 
de enero de 2015, sobre Buenas Prácticas Laborales en Desarrollo 
de Personas en el Estado. Este instructivo ordena a las dependencias 
del Estado a desarrollar acciones para la prevención y sanción del 
acoso laboral (ley 20.607) y del acoso sexual (ley 20.005) en el trabajo, 
y toman en consideración las Orientaciones para la prevención del 
acoso laboral en los servicios públicos (2010) elaboradas por la 
Dirección del Servicio Civil.

De la lectura de algunos de estos documentos, aplicables al sector 
salud, educación y administración pública entre otros, surgen algunos 
de los principales lineamientos que los cruzan transversalmente, a 
saber:

• Marco normativo en la materia: se detalla el conjunto de normas  
existentes en la materia (Constitución Nacional, Ley 18.575 
Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración 
del Estado, Ley 20.005, Ley 20.607, Ley 18.834).

• Definiciones y principios: se detallan los lineamientos generales y 
las conceptualizaciones sobre acoso, incluyendo ejemplos de los 
casos a tener en cuenta como los tipos de acoso. Por ejemplo, en 
el Protocolo del Ministerio de Relaciones Exteriores se establecen 
los siguientes principios: confidencialidad, imparcialidad, probidad 
administrativa, rapidez y responsabilidad. A su vez se desarrollan 
las definiciones sobre: maltrato laboral, acoso laboral y acoso 
Sexual. En el protocolo de la Defensoría Penal se consideran 
tipos de violencia laboral: jerárquico o descendente, horizontal, 
y ascendente. Por su parte, el Protocolo de la Municipalidad de 
Alto Hospicio detalla situaciones específicas de acoso laboral.   

• Ámbito de aplicación: se realiza una descripción de los sujetos 
intervinientes (denunciante, denuncia, sujeto de recepción de 
la denuncia, comité de seguimiento) y espacio de aplicación. 
Por ejemplo, el Protocolo de la Regional Valparaíso resulta de 
aplicación a toda persona que preste servicios al Gobierno de 
la Regional de Valparaíso, tanto personal de planta y contrata, 
como asimismo al personal contratado a honorarios o por código 
de trabajo y/o alumnos de práctica, independientemente de su 
calidad contractual y unidad de desempeño. Los sujetos incluidos 
son: denunciante, denunciado, víctima, testigo,  jefe superior de 
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servicio, receptor. En el protocolo de la Universidad de Chile los 
sujetos son: denunciado, denunciante, afectado, autoridad con 
potestad disciplinaria, fiscal o investigador, actuario.

• Procedimiento de la denuncia: se describen los pasos a seguir 
para la presentación de la denuncia, su seguimiento, evaluación, 
investigación y la imposición de sanciones. Por ejemplo, el Servicio 
de de Salud de Libertador O’Higgins establece entre las siguientes 
etapas del procedimiento: recepción de la denuncia, entrevista 
de recepción de denuncia, derivación a profesional especialista 
clínico, confidencialidad de la denuncia, derivación de la denuncia, 
instrucción sumario administrativo,  dictamen, aplicación de 
sanciones, registro de la denuncia, etc. 

• Anexos de formulario de denuncia: finalmente, los protocolos 
suelen contener anexos de formularios de denuncia.

4.2.4 ACTIVIDAD SINDICAL: ACCIONES DE LAS ORGANIZACIONES 
DE TRABAJADORES Y TRABAJADORAS EN MATERIA DE VIOLENCIA 
Y ACOSO EN EL MUNDO DEL TRABAJO
En el sector público en Chile la negociación colectiva sólo se remite a las 
actualizaciones salariales anuales para el año entrante. No obstante, 
en algunos casos se ha logrado incluir el pedido de elaboración de 
manuales y mejoras en los procedimientos. Por su parte, la CUT, 
quien hace el nexo entre la mesa de negociación del sector público 
y el Gobierno, instó para que se ratifique el Convenio 190 de la OIT.

En el plano de las acciones sindicales la Confederación Nacional de 
Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS) ha 
desplegado múltiples medidas para la detección y acompañamiento de 
los hechos de violencia y acoso en el mundo del trabajo, por ejemplo:

• Detección de los casos de violencia y acoso: La intervención 
gremial antes de que se formalice una denuncia permitió que el 
gremio avance en exigir capacitaciones internas, que trabajadoras 
y trabajadores recuperen algunos derechos, frenar procedimientos 
administrativos que perjudiquen al trabajador, generar alguna 
estrategia de cambios en algunos sectores, solicitar estudio de 
clima y negociar algunas mejoras.

• Asesoramiento legal; En esta instancia, el FENPRUSS ayuda 
a definir el canal de denuncia (judicial o administrativa) para 
garantizar la tutela de la víctima. Esto es fundamental para que las 
direcciones estén obligadas a investigar, se garantice la protección 
de quien denuncia y la atención de su salud cuando el hecho 
provocó enfermedades profesionales o accidentalidad. Además, 
se realiza un asesoramiento legal a las personas acusadas de 
hechos de violencia o acoso.

• Recepción y presentación de denuncias frente a las autoridades: 
a partir de esta instancia la denuncia toma un curso que excede 
al gremio.

• Elaboración de manuales: El área de igualdad de oportunidades 
del FENPRUSS realizó un manual de prevención del acoso y el 
maltrato presentado al Ministerio de Salud que marca algunas 
directrices para ser tomado en todo el país.

• Participación en el equipo de colaboración de manuales de 
procedimiento interno para la recepción y actuación frente 
a denuncias de acoso laboral y/o sexual, maltrato, mal clima 
laboral y conflicto de relación interpersonal: Estos manuales 
tienen por objetivo establecer procedimientos objetivos y 

conocidos por las personas trabajadoras para responder ante 
situaciones de violencia y acoso en el mundo del trabajo. Por 
ejemplo, el Manual aplicable al Servicio de Salud de Coquimbo 
plantea pautas para gestionar integralmente las denuncias de 
acoso laboral y/o sexual, maltrato y mal clima laboral y/o conflictos 
de relación interpersonal. En este sentido, se busca: a- Propiciar 
la reflexión sobre las condiciones de trato entre trabajadores/as 
de la institución, incorporando perspectiva de género; b- Definir 
los alcances del procedimiento, identificando sus actores, plazos 
y tareas asociadas; c- Entregar respuesta oportuna a situaciones 
donde se produce la vulneración de derechos de las personas 
que trabajan en la institución. En su texto se plantean el carácter 
preventivo de la herramienta, se definen los y las responsables, el 
desarrollo del proceso, cómo será la toma de decisiones, si difusión, 
la forma que asume el registro y la evaluación, el procedimiento 
de recepción, el flujograma, entre otros aspectos.

• Participación en la elaboración de una “Guía de prevención 
del maltrato y acoso laboral en el Sector Público” de la 
Coordinadora Chilena de la Internacional del Servicio Público 
(ISP): Para su elaboración se realizaron talleres abiertos de 
reflexión y discusión en donde se confeccionó una pauta de 
levantamiento de información al interior de los Servicios de Salud. 
El resultado permitió contar con información sobre maltrato y 
acoso laboral, con perspectiva de género, en 32 establecimientos, 
que representaron a 18.623 trabajadoras y trabajadores, entre 
los cuales 3.148 estaban asociados al FENPRUSS. Entre los 
resultados más importantes se destacó: 

 » Un bajo porcentaje de investigación de las denuncias.

 » Desprotección de las víctimas producto de los bajos resultados 
de las sanciones.

 » El temor a la pérdida de empleo como a las represalias y a la 
estigmatización de sus compañeros/as de trabajo como el 
principal obstáculo para dar a conocer y denunciar una situación 
de acoso.

 » Desconfianza en el proceso de denuncia y de la carencia de 
información que genera indefensión.

 » Falta de conocimiento de los protocolos y de la normativa laboral 
vigente en la materia

 » Concepción individualizada de los hechos de violencia.

• Capacitaciones y formaciones en materia de las herramientas 
legales e instructivos presidenciales.

Si bien en los últimos años hubo un avance tanto en los procedimientos 
de intervención como en la cobertura legal para acudir a la justicia 
laboral, según el FENPRUSS, estas herramientas siguen siendo 
insuficientes. Además, en términos generales, la falta de estabilidad 
en el empleo, la extensión de la modalidad de contratación, sumado 
a que las promociones y permanencias en los cargos dependen 
de las jefaturas, potencia el temor. En este marco, el FENPRUSS 
plantea algunas de las principales debilidades/déficits de la normativa 
aplicable:  

• Problemas de los instructivos presidenciales: Estos instructivos 
fomentan los procedimientos de actuación frente a los casos 
de violencia, pero en la práctica generan un perjuicio a los y las 
trabajadoras al momento de denunciar en términos de:

 » Incumplimiento del debido proceso y una falta de mirada sobre 
la víctima en los procesos de investigación de denuncias.

 » Quien instruye la investigación son los directivos, actuando 
como juez y parte.
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 » Falta de definición sobre qué hacer con las personas sancionadas, 
por ejemplo, en cómo se reinsertan.

 » Falta de políticas de detección de los conflictos por violencia y 
acoso y de implementación de cambios en los lugares de trabajo 
una vez que se denuncia un hecho y se sanciona. Esto genera una 
desincentivación para denunciar, principalmente cuando quienes 
ejercen la violencia ocupan lugares de  jefaturas o dirección.

• Revictimización: Quienes son víctimas de acoso o violencia, son 
proclives a cometer errores, frente a los cuales se instruye un 
procedimiento administrativo donde se magnifica el error que 
comete o se le instruyen varios procedimientos. Esto genera que 
las patronales presenten a la víctima como un mal trabajador 
y sean utilizados para ocultar el hecho en la investigación del 
procedimiento o en la vía judicial.

• Problemas en la instancia judicial: quienes son  testigos directos 
no tienen posibilidad de declarar en un eventual juicio, esto limita 
el análisis de los hechos en cada caso.

• Inaplicabilidad de la inspección del trabajo: En el sector público no 
puede intervenir la inspección del trabajo, mecanismo que tiene 
éxito en el sector privado para obligar a corregir los incumplimientos 
patronales. A esto se le suma que los reglamentos o manuales 
en materia de seguridad e higiene en el sector público no son 
vinculantes.

• Problema de la aplicación de multas: A diferencia del sector 
privado, en el sector público cuando un caso de violencia y 
acoso tiene antecedentes de enfermedades profesionales 
o accidentalidades, la elevación de las primas no implica un 
incremento en el presupuesto sino un deterioro en la atención 
del servicio.

Frente a estas carencias en el abordaje de la violencia y acoso, el 
FENPRUSS plantea algunas demandas de mejoras en legislación 
vigente: 

 » Elaboración de una norma que obligue a repetir una acción del 
Estado contra cualquier directivo que haya permitido la existencia 
de violencia y acoso bajo su servicio público.

 » Aplicación de la inspección del trabajo en el sector público o 
cualquier otro organismo encargado de obligar a cumplir con 
la normativa existente frente a la violación de un derecho y de 
aplicar multas en casos de incumplimientos.

 » Velar que exista un procedimiento interno que permita 
diagnosticar y sancionar el acoso laboral.

 » Planes anuales de capacitación y prevención del Acoso Laboral 
en todos los servicios de salud

 » Capacitación permanente al personal de RRHH, jefaturas y 
funcionarios en general.

 » Difusión campañas periódicas internas de prevención promoción 
de buenos climas laborales

4.3 Colombia
Colombia ratificó los principales instrumentos internacionales para 
combatir la violencia contra las mujeres; entre ellos se destacan la 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer en 1982 y la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Belém do Pará” 
en 1996.

En lo que respecta a la legislación nacional, es importante comenzar 
mencionando la sanción de la Constitución Política en el año 1991, 
que consagró el derecho a la igualdad (art. 13) y también la prohibición 
de la discriminación contra la mujer: “La mujer y el hombre tienen 
iguales derechos y oportunidades. La mujer no podrá ser sometida a 
ninguna clase de discriminación. Durante el embarazo y después del 
parto gozará de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá 
de éste subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada 
o desamparada. El Estado apoyará de manera especial a la mujer 
cabeza de familia” (art. 43). La legislación sancionada posteriormente 
comenzó a incorporar estos preceptos a la estructura normativa 
infra constitucional.

4.3.1 LEGISLACIÓN NACIONAL RELATIVA A VIOLENCIA DE GÉNERO
En el 1995 la ley 248 incorporó a la legislación colombiana la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer “Belém do Pará”, incluyendo la obligación “de adecuar las 
normas, establecer procedimientos justos y eficaces, fomentar el 
conocimiento de los derechos y los mecanismos para exigirlos, además 
de trabajar en la modificación de los patrones culturales que contribuyen 
a generar las violencias contra las mujeres, la violencia doméstica y 
las violencias sexuales. Además, esta ley otorgó a las mujeres, niños, 
niñas, personas de la tercera edad, personas con limitaciones y demás 
miembros de la familia, herramientas jurídicas para protegerse de 
la violencia intrafamiliar”8. En el año 2002, se aprobó la ley 731 que 
incluyó acciones para mejorar las condiciones de vida de las mujeres 
rurales y su afiliación al Sistema General de Riesgos Profesionales, 
además de su inclusión en procesos de formación y de participación 
social, económica y política.

Un hito importante lo constituyó la sanción de la ley 823 en el año 
2003, ya que la misma se creó con la finalidad de “establecer el 
marco institucional y orientar las políticas y acciones por parte del 
Gobierno para garantizar la equidad y la igualdad de oportunidades 
de las mujeres, en los ámbitos público y privado” (art. 1). A lo largo de 
la misma, se mencionan distintas acciones que debe llevar a cabo el 
gobierno para promover la igualdad entre varones y mujeres, así como 
la implementación de distintos programas para implantar este criterio 
de igualdad en distintos ámbitos. 

Puntualmente en lo que al ámbito laboral respecta, en el artículo 5 
se estableció que con el fin de promover y fortalecer el acceso de las 
mujeres al trabajo urbano y rural, el gobierno, entre otras cuestiones, 
deberá: a) desarrollar acciones y programas que aseguren la no 
discriminación de las mujeres en el trabajo y la aplicación del principio 
de salario igual a trabajo igual; b) diseñar programas de formación y 
capacitación laboral para las mujeres; c) brindar apoyo tecnológico, 
organizacional y gerencial a las micro, pequeñas y medianas empresas 
dirigidas por mujeres y a las que empleen mayoritariamente personal 
femenino y d) divulgar, informar y sensibilizar a la sociedad y a las 
mujeres sobre sus derechos laborales y económicos, y sobre los 
mecanismos de protección de los mismos.

En el año 2005, el Consejo Nacional de Política Económica y Social de 
Colombia elaboró el documento “CONPES Social nº 91” denominado 

8  Documento “Justicia y género. I Marco Normativo en Torno a la Violencia Basada en Género” 
(2012). Ministerio de Justicia y del Derecho, República de Colombia. 
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“Metas y estrategias de Colombia para el logro de los objetivos del 
milenio - 2015”9. Este documento “se constituyó en uno de los 
documentos de política más importantes en materia de derechos de 
las mujeres, pues define ocho áreas de desarrollo (acordes con los ocho 
objetivos de desarrollo del milenio) contemplando la incorporación de la 
perspectiva de género, la búsqueda de la erradicación de la desigualdad 
desde cualquier fenómeno y perspectiva, la pobreza, la lucha contra 
el Sida/VIH, la educación universal, entre otros. Específicamente en 
el tema de las mujeres, el CONPES, define como meta: erradicar la 
desigualdad a nivel educativo entre hombres y mujeres, vigilar la 
violencia de género, incorporar la perspectiva en el mercado laboral y 
la participación de la mujer con el objetivo de promover la autonomía 
de la misma”10.

En el año 2005 la ley 1009 creó el Observatorio de Asuntos de Género 
que tuvo por objeto “identificar y seleccionar un sistema de indicadores 
de género, categorías de análisis y mecanismos de seguimiento para 
hacer reflexiones críticas sobre las políticas, los planes, los programas, 
las normas, la jurisprudencia para el mejoramiento de la situación de 
las mujeres y de la equidad de género en Colombia” (art. 1). 

Por su parte, y como otro hito importante en materia de legislación 
sobre violencia contra las mujeres, en el año 2008 se sancionó la ley 
1257 “Por el Derecho de las Mujeres a una vida libre de violencia”. 
Esta norma constituyó uno de los progresos centrales en materia de 
efectividad de los derechos de las mujeres y respondió a la necesidad 
de brindar una atención particular a esta problemática. Se definió la 
violencia contra las mujeres como: “cualquier acción u omisión, que le 
cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico 
o patrimonial por su condición de mujer, así como las amenazas de tales 
actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, bien sea que se 
presente en el ámbito público o en el privado” (art. 2). Como funciones a 
adoptar por el Ministerio de la Protección Social para el ámbito laboral, 
se establecieron las siguientes: “1. Promoverá el reconocimiento social 
y económico del trabajo de las mujeres e implementará mecanismos 
para hacer efectivo el derecho a la igualdad salarial; 2. Desarrollará 
campañas para erradicar todo acto de discriminación y violencia contra 
las mujeres en el ámbito laboral; 3. Promoverá el ingreso de las mujeres 
a espacios productivos no tradicionales para las mujeres” (art. 12).

Asimismo, para las Administradoras de Riesgos Profesionales (ARP), 
los empleadores y/o contratantes, se definió que deberán establecer 
procedimientos para: “1. Hacer efectivo el derecho a la igualdad salarial 
de las mujeres; 2. Tramitar las quejas de acoso sexual y de otras 
formas de violencia contra la mujer contempladas en esta ley. Estas 
normas se aplicarán también a las cooperativas de trabajo asociado 
y a las demás organizaciones que tengan un objeto similar; 3. El 
Ministerio de la Protección Social velará porque las Administradoras 
de Riesgos Profesionales (ARP) y las Juntas Directivas de las Empresas 
den cumplimiento a lo dispuesto en este parágrafo” (art. 12).

De esta ley es importante resaltar “como avances en la garantía y 
restablecimiento de los derechos de las mujeres cinco elementos: 
primero, esta norma define específicamente el daño y el sufrimiento 
psicológico, físico, sexual y patrimonial que sufren las mujeres como 
consecuencia de la violencia; segundo, establece sanciones directas 
contra los agresores como la prohibición de aproximarse o comunicarse 

9  En este sentido, vale también mencionar dos documentos que han sido promulgados con 
posterioridad y que también han incluido metas relacionadas a la problemática de género, CONPES Social n° 
140 (2011) y CONPES Social n° 161 (2013). 

10  Documento “Justicia y género. I Marco Normativo en Torno a la Violencia Basada en Género” 
(2012). Ministerio de Justicia y del Derecho, República de Colombia.

con la víctima durante un periodo determinado; tercero, define y 
sanciona el acoso sexual; cuarto, incorpora la violencia sexual en el 
contexto de la violencia intrafamiliar y agrava los delitos contra la 
libertad e integridad sexual cuando se cometen con la intención de 
generar control social, temor u obediencia en la comunidad; y quinto, 
establece que las medidas de protección y los agravantes de las 
conductas penales se apliquen también a quienes cohabiten o hayan 
cohabitado”11.

En la ley 1475 del año 2011 se sancionó la ley 1496 cuyo objetivo 
fue “garantizar la igualdad salarial y de cualquier forma de retribución 
laboral entre mujeres y hombres, fijar los mecanismos que permitan 
que dicha igualdad sea real y efectiva tanto en el sector público como 
en el privado y establecer los lineamientos generales que permitan 
erradicar cualquier forma discriminatoria en materia de retribución 
laboral” (art. 1).

También en el año 2011 se sancionaron cuatro decretos reglamentarios 
de la ley 1257 en lo referente a salud, educación, laboral y justicia. En lo 
laboral, el decreto 4463 se propuso como objetivo “definir las acciones 
necesarias para promover el reconocimiento social y económico del 
trabajo de las mujeres, implementar mecanismos para hacer efectivo 
el derecho a la igualdad salarial y desarrollar campañas de erradicación 
de todo acto de discriminación y violencia contra las mujeres en el 
ámbito laboral” (art. 1). En este sentido, a lo largo del decreto se detalla 
una serie de acciones para cumplir con este propósito, entre ellas, el 
diseño del Programa de Equidad Laboral con Enfoque Diferencial y de 
Género para las Mujeres a cargo del Ministerio de Trabajo, un proyecto 
para lograr sensibilizar y capacitar a los empleadores en esta materia, 
además de establecer determinados beneficios para aquellos que se 
comprometan con esta problemática, como por ejemplo, el descuento 
de impuestos a quienes contraten a mujeres víctimas de violencia.  

4.3.2 LEGISLACIÓN NACIONAL RELATIVA A VIOLENCIA Y EL ACOSO 
EN EL MUNDO DEL TRABAJO
En materia de legislación laboral, en Colombia rige el Código Sustantivo 
del Trabajo (1951) que se aplica para las relaciones laborales dentro 
del ámbito privado; dejando por fuera aquellas que se desarrollan 
dentro del ámbito público. Para estas últimas, rige la ley 909 (2004) 
a través de la cual se expiden normas que regulan el empleo público, 
la carrera administrativa, la Gerencia Pública, entre otras cuestiones. 
Sin embargo, en ninguna de estas normas se regulan aspectos que 
tengan que ver con la violencia en el ámbito laboral. La regulación en 
esta materia debe buscarse en la ley 1010 sancionada en el año 2006, 
una norma “por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, 
corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco 
de las relaciones de trabajo”.

Según se establece en el artículo 1, la misma tiene por objetivo “definir, 
prevenir, corregir y sancionar las diversas formas de agresión, maltrato, 
vejámenes, trato desconsiderado y ofensivo y en general todo ultraje a la 
dignidad humana que se ejercen sobre quienes realizan sus actividades 
económicas en el contexto de una relación laboral privada o pública”.

Como modalidades de acoso laboral, la norma clasifica cinco tipos: a) 
maltrato laboral, b) persecución laboral, c) discriminación laboral, d) 
entorpecimiento laboral, e) inequidad laboral y f) desprotección laboral. 
Además, se establecen los sujetos autores del acoso así como las 
conductas que constituyen acoso laboral (y las que no lo constituyen).

11  Ibid.



24

MARCO COMPARATIVO SOBRE LA LEGISLACIÓN Y PRÁCTICAS PARA ABORDAR LA VIOLENCIA Y EL ACOSO EN EL MUNDO DEL TRABAJO  
CASOS BRASIL, CHILE, COLOMBIA, EL SALVADOR Y PERÚ

Como medida preventiva y correctiva del acoso laboral, se estableció 
que: “1. Los reglamentos de trabajo de las empresas e instituciones 
deberán prever mecanismos de prevención de las conductas de 
acoso laboral y establecer un procedimiento interno, confidencial, 
conciliatorio y efectivo para superar las que ocurran en el lugar 
de trabajo. Los comités de empresa de carácter bipartito, donde 
existan, podrán asumir funciones relacionadas con acoso laboral 
en los reglamentos de trabajo” (art. 9). Con respecto a las medidas 
sancionatorias, en el artículo 10 se listó una serie de sanciones, entre 
ellas la finalización del contrato de trabajo con justa causa y el pago de 
multas por parte del sujeto que realice el acoso y del empleador que 
lo tolere; así como también, los procedimientos que deben llevarse 
a cabo para cumplir con estas sanciones.

Si bien esta ley es considerada una ley modelo en materia de acoso 
laboral en la región latinoamericana, analistas destacan cierta debilidad 
jurídica que se sustenta en los siguientes argumentos: “por un lado, 
en la conceptualización del acoso laboral el cual se aborda desde 
un enfoque interpersonal, desconociendo la responsabilidad de la 
empresa frente a este hecho; y el papel que ésta juega como institución 
que genera normas, hábitos y prácticas que pueden favorecer el acoso 
laboral. Por otro lado, en la dificultad para adquirir la prueba, lo cual 
resta posibilidades de objetivar social y jurídicamente este tipo de 
violencia. Por último, los mecanismos de sanción y reparación del 
daño contemplados en la Ley son casi inexistentes. Aspectos todos 
ellos que restan capacidad coercitiva al instrumento legal”12.

Por su parte, en la resolución 2646 del año 2008 se establecen los 
factores relacionados al riesgo psicosocial y al estrés ocupacional; 
se toma la misma definición de “acoso laboral” que se fijó en la ley 
1010 como uno de estos factores y se definió como una medida 
preventiva “conformar el Comité de Convivencia Laboral y establecer 
un procedimiento interno confidencial, conciliatorio y efectivo para 
prevenir las conductas de acoso laboral” (art. 14, inc. 1.7). Vale aclarar 
que esta norma es de aplicación tanto para trabajadores del ámbito 
privado como público.

En el año 2012, se sancionó la resolución 652 “por la cual se establece 
la conformación y funcionamiento del Comité de Convivencia Laboral 
en entidades públicas y empresas privadas” en el cual se definió 
que “el Comité de Convivencia Laboral estará compuesto por dos 
(2) representantes del empleador y dos (2) de los trabajadores, 
con sus respectivos suplentes. Las entidades públicas y empresas 
privadas podrán de acuerdo a su organización interna designar 
un mayor número de representantes, los cuales en todo caso 
serán iguales en ambas partes”. En esta norma, en su artículo 6, 
se establecieron las pautas de funcionamiento de los Comités y 
entre las responsabilidades del mismo, se encuentran: a) recibir 
y dar trámite a las quejas presentadas; b) examinar de manera 
confidencial los casos recibidos; c) escuchar a las partes involucradas 
de manera individual; d) formular un plan de mejora concertado entre 
las partes, para construir, renovar y promover la convivencia laboral, 
garantizando en todos los casos el principio de la confidencialidad; 
e) hacer seguimiento a los compromisos adquiridos por las partes 
involucradas en la queja y d) elaborar informes trimestrales sobre 
la gestión que incluya estadísticas de las quejas, seguimiento de los 
casos y recomendaciones, los cuales serán presentados a la alta 
dirección de la entidad pública o empresa privada.

4.3.3 ACTIVIDAD SINDICAL: NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y 

12  Seco, E. y López, C. (2015). Génesis y problematización de la ley de acoso laboral en Colombia. 
Cuadernos de Relaciones Laborales, 33(1), 119-147.

PROTOCOLOS EN MATERIA DE GÉNERO
En Colombia, se destaca la negociación colectiva en el ámbito público 
cristalizada en acuerdos nacionales entre el Gobierno Nacional y 
distintos sindicatos de dicho sector, en los cuales se establecen 
compromisos sobre diversos temas. El acuerdo nacional firmado 
en mayo del año 201513 fue el primero en incluir un capítulo sobre 
“género”. En el mismo, el gobierno se comprometió a revisar la 
legislación vigente para prevenir el acoso sexual en las relaciones 
laborales, así como para igualar la licencia paterna a la licencia materna. 
También se establecieron compromisos para revisar la participación de 
la mujer en el empleo público y las condiciones en las que lo desarrolla 
con el fin de proponer acciones para contrarrestar la vulneración de 
sus derechos, en caso que corresponda.  

Asimismo, se acordó la creación de una Subcomisión de Género 
dentro de la Comisión Permanente de Política Salarial y Laboral, que 
actúa en coordinación con el Observatorio de Asuntos de Género; y 
que está integrada de forma bipartita, con representantes de las 
centrales y federaciones que firmaron el acuerdo. Esta comisión se 
encarga de revisar la política pública en materia de género, proponer 
una reglamentación para la ley 1.496 (2011) de igualdad salarial 
entre varones y mujeres, así como dar cumplimiento a lo pactado 
en el acuerdo. 

Por último, se estableció el compromiso de presentar e impulsar ante 
el Congreso de la República los proyectos de ley correspondientes a la 
ratificación de los siguientes Convenios de la OIT: Convenio 135 sobre los 
representantes de los trabajadores, Convenio 149 sobre el personal de 
enfermería, Convenio 156 sobre los trabajadores con responsabilidades 
familiares y Convenio 183 sobre la protección de la maternidad.

En el año 2019 se firmó otro acuerdo nacional también entre 
el Gobierno Nacional y sindicatos del ámbito público14. En dicha 
negociación colectiva, se incluyó en el capítulo 13 un apartado 
que se denomina “género” en el cual se detallan los siguientes 
compromisos: el primero de ellos, afirma que el Gobierno Nacional 
asegurará el cumplimiento de los estándares internacionales y 
nacionales en materia de derechos humanos de las mujeres, a partir 
del fortalecimiento institucional y presupuestario para dicho objetivo, 
y lxs representantes sindicales formarán parte de la construcción de 
la política pública y de las rutas de atención. Para cumplir con ello, 
se detallan algunas acciones que realizarán el Gobierno Nacional y 
las organizaciones sindicales que presentaron la petición en materia 
de género:

 » mantener y fortalecer las políticas, programas y proyectos de 
equidad laboral con enfoque de género;

 » proporcionar sensibilizaciones a servidorxs públicos en materia 
de equidad laboral con enfoque de género, no discriminación 
y prevención de acoso laboral, acoso sexual laboral y otras 
formas de violencia;

 » realizar diagnósticos y evaluaciones sobre el funcionamiento 
del Observatorio de Asuntos de Género (OAG) y medidas para 
su fortalecimiento;

13  Las organizaciones firmantes de este acuerdo son: la Central Unitaria de Trabajadores de 
Colombia, Confederación General del Trabajo de Colombia, Confederación de Trabajadores de Colombia, 
Federación Colombiana de Trabajadores de la Educación, Unión Nacional de Trabajadores del Estado y los 
Servicios Públicos de Colombia, Federación Nacional de Trabajadores del Estado, Federación Colombiana de 
Trabajadores y Servidores Públicos, Únete por Colombia y la  Federación Nacional de Servidores Públicos.

14  Las organizaciones firmantes de este acuerdo son: la Central Unitaria de Trabajadores de 
Colombia, Confederación General del Trabajo de Colombia, Confederación de Trabajadores de Colombia, 
Confederación Nacional del Trabajo, Unión Trabajadores de Colombia, Confederación de Servicios Públicos de 
Colombia y sus federaciones, Únete por Colombia y Unión Sindical Colombiana del Trabajo.
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 » constituir el Plan de Igualdad y Oportunidades de Equidad de 
Género;

 » implementar las herramientas de Equipares Público en el INPEC.

El segundo de los compromisos, establece que el Gobierno Nacional 
evaluará la implementación, efectividad y operatividad de la Ley 
1010 (2006) en las entidades de orden nacional, departamental y 
municipal con participación de lxs representantes sindicales; y del 
resultado de dicha evaluación se expedirá un decreto con fuerza 
de ley con las modificaciones correspondientes. En este sentido, el 
Gobierno Nacional y las organizaciones sindicales que presentaron 
la petición en materia de género se comprometen a desarrollar las 
siguientes acciones:

 » realizar estudios sobre la implementación y alcances de la Ley 
1010 (2006);

 » realizar diagnósticos sobre la información disponible recabada 
por distintos órganos estatales acerca de las denuncias en 
materia de acoso laboral, acoso sexual laboral y otras formas 
de violencia tanto en el sector privado como en el público; 

 » elaborar una “ruta nacional” dirigida a los Comités de Convivencia 
Laboral sobre el trámite de las quejas de acoso laboral, acoso 
sexual laboral y otras formas de violencia;

 » la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer y el 
Ministerio del Trabajo adelantarán los trámites e impulsos 
para la ratificación del Convenio de la OIT sobre acoso laboral 
y acoso sexual laboral en el lugar de trabajo.

En relación a los protocolos de violencia laboral se relevaron algunos 
ejemplos que dan cuenta de la forma en que en distintos espacios de 
trabajo se establecieron mecanismos que diseñan un procedimiento 
de actuación ante situaciones de acoso15. En la mayoría de los casos, 
se definen las distintas acciones que constituyen actos de acoso 
y/o violencia laboral y se detallan los distintos pasos que las o los 
denunciantes deben cumplir; siempre comenzando con la denuncia 
a la autoridad del lugar de trabajo. Para finalizar este proceso, en 
la mayoría de los ejemplos, se pacta la realización de acciones de 
prevención, que incluyen medidas de difusión, sensibilización y 
visibilización de esta problemática. 

Algunos de los obstáculos identificados por las organizaciones 
sindicales de los trabajadores y trabajadoras del sector público que 
participaron de las entrevistas tanto para el diseño como para la 
implementación de una estrategia sindical para abordar situaciones de 
violencia y acoso en el mundo del trabajo tienen que ver con: a) la baja 
tasa de afiliación en el sector público, lo cual dificulta pensar acciones 
contundentes desde el ámbito gremial; b) la falta de reglamentación 
tanto de la normativa nacional (como por ejemplo, la Ley 1010) como 
de los Convenios de la OIT que el país ratifica, lo cual dificulta la 
transformación de las disposiciones de la normativa en programas 
o políticas efectivas que busquen erradicar la violencia y el acoso 
en situación de trabajo y c) la contratación de personal tercerizado 
en los servicios públicos, lo que dificulta el accionar sindical al verse 
frente a una heterogeneidad de condiciones laborales. 

15  Los protocolos consultados corresponden a la Alcaldía Mayor de Bogotá, a la Fundación 
Universitaria María Cano, al Ministerio de Relaciones Exteriores, a la Universidad Externado de Colombia y a 
la Universidad Nacional de Colombia.

4.4 El Salvador
La Constitución de El Salvador reconoce que “Toda persona tiene 
derecho a la vida, a la integridad física y moral, a la libertad, a la 
seguridad, al trabajo, a la propiedad y posesión, y a ser protegida en 
la conservación y defensa de los mismos. Se garantiza el derecho 
al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen” 
(artículo 2). A su vez, el país ha ratificado los principales instrumentos 
internacionales de protección de los derechos humanos, entre ellos la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer en 1981, y la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Belém do Pará” 
1995.

Aun así, a nivel local el desarrollo normativo no ha sido muy extenso, 
dificultando de esta manera la implementación de acciones preventivas 
y correctivas ante situaciones de violencia y acoso. Las principales 
normas se dirigen a proteger en términos generales los derechos de 
las mujeres, destacándose la Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación 
de la Discriminación contra las Mujeres (2011) y la Ley Especial 
Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (2010), 
mientras que en el ámbito del trabajo no se cuenta con ninguna 
disposición específica que prevea medidas preventivas o que, una 
vez sucedido el hecho, establezca los mecanismos a seguir y las 
posibles reparaciones posteriores16.

La primera de ellas establece que “el estado a través de las instancias 
correspondiente definirá y ejecutará políticas dirigidas a prevenir y a 
erradicar el acoso sexual, acoso laboral y otros acosos generados en 
las relaciones laborales, en los diferentes regímenes de aplicación” 
(artículo 25), mientras que la segunda avanza con definiciones sobre 
lo que se entiende por violencia y por acoso laboral. En efecto, la Ley 
Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres 
define violencia laboral como las “Acciones u omisiones contra las 
mujeres, ejercidas en forma repetida y que se mantiene en el tiempo en 
los centros de trabajo públicos o privados, que constituyan agresiones 
físicas o psicológicas atentatorias a su integridad, dignidad personal 
y profesional, que obstaculicen su acceso al empleo, ascenso o 
estabilidad en el mismo, o que quebranten el derecho a igual salario por 
igual trabajo”. Al mismo tiempo, se trata de una norma que contiene 
la única definición normativa de acoso laboral, considerándolo como 
“la acción de hostilidad física o psicológica, que de forma sistemática 
y recurrente, se ejerce sobre una mujer por el hecho de ser mujer en 
el lugar de trabajo, con la finalidad de aislar, intimidar o destruir las 
redes de comunicación de la persona que enfrenta estos hechos, 
dañar su reputación, desacreditar el trabajo realizado o perturbar 
u obstaculizar el ejercicio de sus labores”. Esta ley constituyó un 
avance muy significativo en la legislación de El Salvador, pero aun 
así posee importantes déficits en cuanto a su implementación, 
fundamentalmente por no establecer un procedimiento específico 
tendiente a denunciar y sancionar actos de violencia y acoso.

La inexistencia de legislación específica que prevea la figura de la 
violencia y el acoso en el mundo del trabajo con alcance general origina 
una serie de problemas que dificultan describir de manera detallada 
los mecanismos jurídicos de respuesta a este tipo de situaciones. En 
efecto, al no existir un procedimiento reglado las denuncias, cuando 
se formulan, suelen adoptar la forma de reclamos judiciales en los que 
la víctima se coloca en situación de despido y reclama algún tipo de 
compensación, cuya resolución termina basándose en la aplicación 

16  Seguiremos aquí a Hernández A. y Ramírez Guevara, M. (2018). La figura del acoso laboral 
en la legislación salvadoreña. Tesis de grado en Ciencias Jurídicas, Universidad de El Salvador.
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de la legislación laboral general, y no en pautas que expresamente 
intenten dar cuenta de esta problemática.

Aun así, han existido distintos intentos de promover avances sobre 
este punto. En primer lugar debe destacarse la reforma del Código 
de Trabajo realizada en 2018 que incluyó entre las obligaciones de 
los empleadores la siguiente: “Guardar la debida consideración a 
las trabajadoras y trabajadores y abstenerse de maltrato de obra 
o de palabra; acoso sexual, acoso laboral y otros tipos de violencia 
contemplados en la Ley Especial Integral para una Vida Libre de 
Violencia para las Mujeres y situaciones de discriminación sexista, 
contemplados en la Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la 
Discriminación contra la Mujer”. De esta manera, el Código de Trabajo 
generalizó las obligaciones previstas en aquellas dos leyes, pero sin 
establecer procedimientos y/o sanciones específicos que contribuyan 
a la prevención de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo ni 
tampoco a su canalización posterior.

En el caso de los trabajadores y trabajadoras del sector público debe 
mencionarse la Guía para la Prevención, Atención y Erradicación del 
Acoso Laboral en el Sector Público, elaborada en 2013 por la Secretaría 
de Asuntos Estratégicos de la Presidencia, donde se expresa que el 
acoso laboral “es un fenómeno social y jurídico emergente, aún en 
construcción en algunos ordenamientos jurídicos e invisibilidad en 
otros, pese a ser una práctica de data tan antigua como el propio 
trabajo”. Asimismo, allí se reconoció que “toda forma de acoso laboral 
en la administración pública constituye una violación a derechos 
humanos de las víctimas que afrontan esta forma de violencia 
laboral”17.

Por su parte, la Procuraduría de Derechos Humanos, institución creada 
por la Constitución de El Salvador, definió la figura del acoso laboral 
como “toda conducta persistente y demostrable, ejercida sobre un 
empleado, trabajador por parte de un empleador, jefe o superior 
jerárquico inmediato o mediato, un compañero de trabajo subalterno, 
encaminada a infundir miedo, intimidación, terror y angustia, a causar 
perjuicio laboral, generan desmotivación en el trabajo, o inducir la 
renuncia del mismo”. A su vez, y sin pretender realizar una enumeración 
exhaustiva, incluyó dentro de las conductas que pueden configurar 
acoso laboral a las siguientes: a) intención de acosar para desvirtuar 
el trabajo, denigrar psicológicamente y socialmente al trabajador con 
maltrato laboral; b) presionar para que un trabajador renuncie o deje 
su cargo; c) solicitar favores fuera del ámbito laboral como forma 
de aprovechamiento por parte del empleador; y d) realizar insultos, 
observaciones y/o bromas de carácter discriminatorio18.

A su vez, la Procuraduría General de la República cuenta con un 
Protocolo para la Prevención, Atención, Protección y Sanción de los 
Hechos de Violencia y Discriminación contra las Mujeres Trabajadoras.

El marco general debe complementarse con la ley General de 
Prevención de Riesgos en los Lugares de Trabajo, que si bien no 
define al acoso laboral sí lo califica como riesgo psicosocial, lo que 
implica que deben adoptarse las medidas necesarias para prevenirlo 
y erradicarlo de los lugares de trabajo.

17  Secretaría para Asuntos Estratégicos de la Presidencia de la República (2013). Guía para la 
Prevención, Atención y Erradicación del Acoso Laboral en el Sector Público, San Salvador.

18  Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos PDDH, “Informe especial sobre el 
acoso sexual y laboral, respuestas de las instituciones ante la violencia hacia las mujeres”, San Salvador, El 
Salvador, 2011.

4.5 PerÚ
Perú ratificó los principales tratados internacionales de derechos 
humanos que contienen normas destinadas a combatir la violencia 
contra las mujeres, entre las cuales se encuentran la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer, ratificada en 1982, y la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Belém 
do Pará”, ratificada en 1996.

4.5.1 LEGISLACIÓN NACIONAL SOBRE VIOLENCIA DE GÉNERO Y 
VIOLENCIA Y ACOSO EN EL MUNDO DEL TRABAJO
Asimismo, a nivel nacional existen numerosas leyes y decretos en 
materia de violencia, hostigamiento, acoso y chantaje sexual. A 
continuación se presentan algunas de estas normas, principalmente 
aquellas destinadas a proteger a las víctimas tanto en la esfera 
pública y privada como en el marco de las relaciones laborales en 
todos los sectores.

La Constitución Política del Perú reconoce como derecho fundamental 
la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como 
fin supremo de la sociedad y del Estado (artículo 1). Este principio 
que se relaciona con lo dispuesto en el artículo 2 donde se sostiene 
el derecho a la integridad moral, psíquica o física, al trato igual ante 
la ley sin discriminación de ninguna clase, al trabajo libre con sujeción 
a la ley, y al derecho a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo 
libre y el descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y 
adecuado al desarrollo de su vida. 

En términos generales, la ley 28.983, dictada en 2007, reconoce el 
derecho a la igualdad de oportunidades entre mujeres y varones. A su 
vez, la ley 30.364, sancionada en 2015, tiene como objeto prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar. En particular, su artículo 1 establece que se dirige 
a prevenir, erradicar y sancionar toda forma de violencia producida 
en el ámbito público o privado contra las mujeres por su condición de 
tales, y contra los integrantes del grupo familiar; en especial, cuando 
se encuentran en situación de vulnerabilidad, por la edad o situación 
física como las niñas, niños, adolescentes, personas adultas mayores 
y personas con discapacidad.

Para tal efecto, establece mecanismos, medidas y políticas integrales 
de prevención, atención y protección de las víctimas así como 
reparación del daño causado; y dispone la persecución, sanción y 
reeducación de los agresores sentenciados con el fin de garantizar a 
las mujeres y al grupo familiar una vida libre de violencia asegurando 
el ejercicio pleno de sus derechos.

Esta norma obliga a los operadores a tener los siguientes enfoques 
(artículo 3): Enfoque de género, de integralidad, interculturalidad, 
derechos humanos, interseccionalidad y generacional. Y los tipos 
de violencia considerados son (artículo 8): física, psicológica, sexual 
y económica o patrimonial. 

En su artículo 11 se refiere a las situaciones que ocurren en el mundo 
del trabajo y reconoce a la víctima de violencia los siguientes derechos: 
a. A no sufrir despido por causas relacionadas a dichos actos de 
violencia. b. Al cambio de lugar de trabajo en tanto sea posible y sin 
menoscabo de sus derechos remunerativos y de categoría. Lo mismo 
se aplica para el horario de trabajo, en lo pertinente. c. A la justificación 
de las inasistencias y tardanzas al centro de trabajo derivadas de 
dichos actos de violencia. Estas inasistencias no pueden exceder 
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de cinco días laborables en un período de treinta días calendario o 
más de quince días laborables en un período de ciento ochenta días 
calendario. Para tal efecto, se consideran documentos justificatorios la 
denuncia que presente ante la dependencia policial o ante el Ministerio 
Público. d. A la suspensión de la relación laboral. El juez a cargo del 
proceso puede, a pedido de la víctima y atendiendo a la gravedad de 
la situación, conceder hasta un máximo de cinco meses consecutivos 
de suspensión de la relación laboral sin goce de remuneraciones. La 
reincorporación del trabajador o trabajadora a su centro de trabajo 
debe realizarse en las mismas condiciones existentes en el momento 
de la suspensión de la relación laboral. 

Esta norma se encuentra reglamentada por el Decreto Supremo 
009-2016-MINP que establece los mecanismos y procedimientos 
para el tratamiento las víctimas, el Decreto Legislativo 1.386 (2018), y 
posteriormente fue modificada por la ley 30.862 (2018) que fortalece 
diversas normas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar. 

A su vez, el Decreto Supremo 008-2016-MIMP presenta el 
Acuerdo Nacional contra la Violencia de Género 2016-2021 que 
en su punto 11 establece que: “el Estado: a) combatirá toda forma 
de discriminación, promoviendo la igualdad de oportunidades; b) 
fortalecerá la participación de las mujeres como sujetos sociales y 
políticos que dialogan y conciertan con el Estado y la sociedad civil; 
c) fortalecerá una institución al más alto nivel del Estado en su rol 
rector de políticas y programas para la promoción de la igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres, es decir, equidad de género; 
d) dará acceso equitativo a las mujeres a recursos productivos y 
empleo; e) desarrollará sistemas que permitan proteger a niños, 
niñas, adolescentes, adultos mayores, mujeres responsables de hogar, 
personas desprovistas de sustento, personas con discapacidad y otras 
personas discriminadas o excluidas; y f) promoverá y protegerá los 
derechos de los integrantes de las comunidades étnicas discriminadas, 
impulsando programas de desarrollo social que los favorezcan 
integralmente.”

Por su parte, en materia de violencia y hostigamiento sexual en el 
año 2003 fue sancionada la ley 27.942, cuyas disposiciones fueron 
sucesivamente reformadas y complementadas en los últimos años. 
En particular, allí se regula la prevención y sanción del hostigamiento 
sexual en las relaciones del trabajo del sector privado, en el sector 
público, en el ámbito educativo, instituciones militares y policiales 
y en las relaciones de sujeción no reguladas por el derecho laboral. 

La ley 29.430 sancionada en 2009, modificatoria de la ley 27.942, 
toma dos definiciones de hostigamiento sexual (artículo 4): a- El 
hostigamiento sexual típico o chantaje sexual consiste en la conducta 
física o verbal reiterada de naturaleza sexual o sexista no deseada 
o rechazada, realizada por una o más personas que se aprovechan 
de una posición de autoridad o jerarquía o cualquier otra situación 
ventajosa, en contra de otra u otras, quienes rechazan estas conductas 
por considerar que afectan su dignidad, así como sus derechos 
fundamentales. 2- El hostigamiento sexual ambiental consiste en la 
conducta física o verbal reiterada de carácter sexual o sexista de una o 
más personas hacia otras con prescindencia de jerarquía, estamento, 
grado, cargo, función, nivel remunerativo o análogo, creando un clima 
de intimidación, humillación u hostilidad.

Asimismo, en el artículo 7 se enumeran un conjunto de obligaciones 
de los empleadores en los lugares de trabajo tales como: a) Capacitar 
a los trabajadores sobre las normas y políticas contra el hostigamiento 

sexual en la empresa. b) Adoptar las medidas necesarias para que 
cesen las amenazas o represalias ejercidas por el hostigador, así como 
las conductas físicas o comentarios de carácter sexual o sexista que 
generen un clima hostil o de intimidación en el ambiente donde se 
produzcan. c) Informar al Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo 
los casos de hostigamiento sexual y el resultado de las investigaciones 
efectuadas para verificar el cumplimiento de la presente Ley. 

Posteriormente, el Decreto Legislativo 1410 (2018), modificatorio de la 
ley 27492, incluyó reformas con el objetivo de “Sancionar los actos de 
acoso, en todas sus modalidades, incluidos el acoso sexual y chantaje 
sexual; así como la difusión de imágenes, materiales audiovisuales o 
audios con contenido sexual, a fin de garantizar una lucha eficaz contra 
las diversas modalidades de violencia que afectan principalmente a 
las mujeres a lo largo de todo su ciclo de vida”. Dicha norma también 
reformuló el concepto de hostigamiento sexual del artículo 4 de la 
ley en los siguientes términos “El hostigamiento sexual es una forma 
de violencia que se configura a través de una conducta de naturaleza 
o connotación sexual o sexista no deseada por la persona contra 
la que se dirige, que puede crear un ambiente intimidatorio, hostil 
o humillante; o que puede afectar su actividad o situación laboral, 
docente, formativa o de cualquier otra índole. En estos casos no se 
requiere acreditar el rechazo ni la reiteración de la conducta.” A su 
vez, se enumeraron distintas formas a través de las cuales puede 
manifestarse el hostigamiento sexual (artículo 6 ley 27492) entre 
las que se encuentran: a) La promesa implícita o expresa a la víctima 
de un trato preferente o beneficioso respecto a su situación actual 
o futura a cambio de favores sexuales; b) Las amenazas mediante 
las cuales se exija en forma implícita o explícita una conducta no 
deseada por la víctima, que atente o agravie su dignidad; c) El uso 
de términos de naturaleza o connotación sexual o sexista (escritos 
o verbales), insinuaciones sexuales, proposiciones sexuales, gestos 
obscenos o exhibición a través de cualquier medio de imágenes de 
contenido sexual, que resulten insoportables, hostiles, humillantes 
u ofensivos para la víctima; d) Los acercamientos corporales, roces, 
tocamientos u otras conductas físicas de naturaleza sexual que 
resulten ofensivas y no deseadas por la víctima; e) El trato ofensivo 
u hostil por el rechazo de las conductas señaladas en este artículo; y 
f) Otras conductas que encajen en el concepto regulado en el artículo 
4 de la presente Ley.

Por otra parte, en materia de las consecuencias del hostigamiento 
sexual (artículo 8, ley 27.492) se permitió a la víctima iniciar una 
demanda por los daños y perjuicios sufridos. A su vez, se estableció 
que “es nulo el despido o la no renovación del contrato de trabajo 
a plazo determinado por razones vinculadas a la presentación de 
una queja de hostigamiento sexual en el trabajo, la interposición de 
una demanda, denuncia o reclamación por dichos motivos o por la 
participación en este tipo de procedimientos como testigo en favor 
de la víctima”.

El decreto también modifica el texto del artículo 12, sobre la sanción 
a los funcionarios y servidores públicos, estableciendo que quienes 
incurran en estos actos serán sancionados según la Ley de Servicio 
Civil.  Además le otorga a la víctima el derecho de acudir a la vía civil 
en proceso sumario para exigir el pago de la indemnización. En directa 
relación con ello, este decreto también modifica otras dos leyes. Una 
de ellas es la ley 30.057 (2013) de Servicio Civil en su artículo 85 inciso 
k y establece que: “son faltas de carácter disciplinario, las que, según 
su gravedad, pueden ser sancionadas con suspensión temporal o con 
destitución, previo proceso administrativo el hostigamiento sexual 
cometido por quien ejerza autoridad sobre un servidor civil, así como 
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el cometido por un servidor civil, cualquiera sea la ubicación de la 
víctima del hostigamiento en la estructura jerárquica de la entidad 
pública, o cuando la víctima sea un beneficiario en la modalidad 
formativa, preste servicios independientes a la entidad, sea un 
usuario de este o, en general, cuando el hostigamiento se haya dado 
en el marco de una o a raíz de la función que desempeña el servidor, 
independientemente de la categoría de la víctima”.

La otra norma es el Código Penal, a partir de la cual introduce al 
acoso como la “forma de violencia que se configura a través de una 
conducta de naturaleza o connotación sexual o sexista no deseada 
por la persona contra la que se dirige, que puede crear un ambiente 
intimidatorio, hostil o humillante; o que puede afectar su actividad 
o situación laboral, docente, formativa o de cualquier otra índole.”

Más recientemente, el Decreto Supremo 014-2019 MIMP creó 
el servicio de orientación y acompañamiento para los casos de 
hostigamiento sexual en el trabajo – “Trabaja Sin Acoso” como servicio 
exclusivo a cargo del Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo 
a través de la Dirección Regional de Trabajo y Promoción del Empleo 
de Lima Metropolitana, para efectos de intervenir en forma oportuna 
y adecuada en la protección de las víctimas de hostigamiento sexual 
en el trabajo

Dentro de la esfera de las relaciones del trabajo en el sector público, 
ley 27.815 del Código de Ética de la Función Pública establece que 
los servidores públicos tienen prohibido ejercer presiones, amenazas 
o acoso sexual contra otros servidores públicos o subordinados que 
puedan afectar la dignidad de la persona o inducir a la realización de 
acciones dolosas (artículo 8 inciso 5).

En materia de seguridad en el trabajo, el Decreto Supremo 019-
2006-TR aprueba el Reglamento de la Ley 28.806 (2006) General 
de Inspección del Trabajo que en su artículo 25 determina que como 
infracciones muy graves en materia de relaciones laborales a los 
actos de hostilidad y el hostigamiento sexual, así como cualquier 
otro acto que afecte la dignidad del trabajador o el ejercicio de sus 
derechos constitucionales, así como la no adopción medidas las 
medidas necesarias para prevenir o cesar los actos de hostilidad 
y hostigamiento sexual, así como cualquier otro acto que afecte la 
dignidad del trabajador o el ejercicio de sus derechos constitucionales.

A su vez, la ley 30.314 (2015) contiene acciones destinadas a prevenir 
y sancionar el acoso sexual producido en espacios públicos que 
afectan los derechos de las personas, en especial, los derechos 
de las mujeres. Esta norma obliga a los Gobiernos de todo el país 
a: a) Establecer procedimientos administrativos para la denuncia 
y sanción del acoso sexual en espacios públicos mediante multas 
aplicables a personas naturales y a personas jurídicas que toleren 
dicho acoso respecto a sus dependientes en el lugar de trabajo; b) 
Incorporar medidas de prevención y atención de actos de acoso 
sexual en espacios públicos en sus planes operativos institucionales; 
y c) Brindar capacitación a su personal, en especial a los miembros 
de sus servicios de seguridad. Por último obliga a los Ministerios 
de Educación, Interior, Transporte, Salud y de la Mujer a desarrollar 
planes y acciones vinculadas a la materia. 

Finalmente, entre otras herramientas existentes en la materia deben 
citarse la guía práctica para la prevención y sanción del hostigamiento 
sexual en el lugar de trabajo en el sector privado y público del Ministerio 
de Trabajo y Promoción del Empleo; y el Protocolo de Actuación 
frente a la vulneración de los derechos laborales de las trabajadoras 

y trabajadores víctimas de violencia que tiene por objetivo: a) Brindar 
los instrumentos y la información necesaria para que las funcionarias 
y los funcionarios; así como, los operadores de servicios conozcan 
qué se debe y puede hacer en relación con los derechos laborales de 
las trabajadoras y trabajadores víctimas de violencia. b) Promover 
acciones de coordinación entre los órganos de línea y programas 
del MTPE, a fin de brindar una atención adecuada y oportuna a las 
trabajadoras y trabajadores víctimas de violencia.

4.5.2 HERRAMIENTAS LEGALES Y PARTICIPACIÓN SINDICAL
Dentro de un marco normativo vasto, es posible detectar tres 
dispositivos que prevén la participación activa de las organizaciones 
sindicales: la negociación colectiva; los comités de Seguridad y Salud en 
el Trabajo (CSST), y los Comités de Intervención frente al Hostigamiento 
Sexual (CIHS).

La negociación colectiva para el sector público se regula en Perú 
mediante la Ley 31.188 que entró en vigencia en mayo de 2021. Se 
trata de un regulación reciente que permite en su articulado incluir 
en el acto negociar temáticas referidas a la violencia y acoso en el 
mundo del trabajo. Los informantes claves entrevistados desconocían 
experiencias ligadas a su implementación. 
 
Por otro lado, en los últimos años se ha avanzado en materias de 
violencia y acoso en el mundo del trabajo, en la constitución de dos 
dispositivos enclavados en los espacios de trabajo: los CSST y los 
CIHS. Se trata de comités mixtos, obligatorios en los centros de 
trabajo, con modalidad bipartita y paritaria. 

En el caso de los CSST, tienen su origen en la ley Nº 29.783, Ley de 
Seguridad y Salud en el Trabajo. Sus objetivos principales refieren a:

 » Aprobar el Reglamento Interno de SST, Programa anual de 
capacitaciones en SST, Programa anual de SST.

 » Participar en la elaboración, aprobación, puesta en práctica y 
evaluación de las políticas, planes y programas de promoción de 
la seguridad y salud en el trabajo, de la prevención de accidentes 
y enfermedades ocupacionales.

 » Investigar las causas de los incidentes, accidentes y de las 
enfermedades ocupacionales, emitiendo las respectivas 
recomendaciones.

 » Vigilar el cumplimiento de la legislación, normas internas y 
especificaciones técnicas del trabajo relacionadas con la 
seguridad y salud en el lugar de trabajo.

 » Hacer recomendaciones para el mejoramiento de las condiciones 
de Seguridad y Salud en el Trabajo y verificar su cumplimiento.

 » Reunirse mensualmente en forma ordinaria para analizar y 
evaluar el avance de los objetivos establecidos en el programa 
anual, y en forma extraordinaria para analizar los accidentes 
graves o cuando las circunstancias lo exijan.

 » Promover el compromiso, la colaboración y la participación 
activa de todos los trabajadores en la prevención de los riesgos 
del trabajo

Está integrado por representantes de los trabajadores y representantes 
de los empleadores.  Los representantes de los trabajadores deben 
tener más de 18 años, tener capacitación sobre temas de seguridad 
y salud en el trabajo o laborar en puestos que permitan tener 
conocimiento o información sobre riesgos laborales. En el sector 
público y a efectos de la participación en estos comités, se considera 
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trabajador a aquellos que se encuentran sujetos a los regímenes 
laborales de los Decretos Legislativos 276 (carrera administrativa) y 
728 (privado), así como los que cuenten con Contrato Administrativo 
de Servicios. El CSST estará conformado por un mínimo de cuatro (4) 
y un máximo de doce (12) miembros, agregándole al menos 2 por 
cada 100 trabajadores adicionales. Los mismos cuentan además con 
licencia gremial específica para la realización de funciones y tutela 
contra el despido sin causa.

El CIHS, por su parte, se encuentra previsto por la Ley N° 27.942, Ley 
de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual y su reglamentación 
modificada mediante el Decreto Supremo N° 021-2021-MIMP, 
publicado el 26 de julio de 2021.

Se trata de órganos creados en los espacios laborales para atender 
los casos de hostigamiento sexual cuando se presenten. La regulación 
de los Comités de Seguridad y Salud en el Trabajo, recogido por la Ley 
N° 29783 y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo 
N° 005-2012-TR, será aplicable supletoriamente en lo referido a las 
reglas de funcionamiento del CIHS.

En esta línea, el CIHS deberá:

 » Aprobar y vigilar el cumplimiento de las políticas frente al 
hostigamiento sexual.

 » Participar en la elaboración, aprobación y puesta en práctica de las 
políticas y disposiciones internas frente al hostigamiento sexual.

 » Llevar los acuerdos registrados en un libro de actas.

 » Considerar las circunstancias e investigar las causas de los 
casos de hostigamiento sexual, emitiendo recomendaciones.

 » Evaluar las estadísticas de los casos de hostigamiento sexual 
presentados, así como la gravedad y las sanciones.

 » Hacer recomendaciones apropiadas para la mejora del ambiente 
de trabajo y conocer los documentos e informes relativos a las 
condiciones de trabajo que sean necesarios para el cumplimiento 
de sus funciones, entre otras actividades.

El mismo está formado por cuatro representantes con paridad de 
género, dos representantes de los trabajadores y dos representantes de 
los empleadores. La elección de los representantes de los trabajadores 
debe realizarse por elección general en el centro de trabajo y puede ser 
en coincidencia con la elección de los representantes para los Comités 
de Seguridad y Salud en el Trabajo. Por su parte, los representantes 
de los empleadores son designados por el mismo y uno de ellos 
puede ser contratado exclusivamente para el puesto. 

En las empresas que no cuentan con más de 20 trabajadores puede 
designarse un delegado contra el hostigamiento sexual el que deberá 
ser elegido también en elecciones generales en el lugar de trabajo.

El reglamento de la ley también explicita la obligatoriedad de elaborar 
un protocolo para atender los casos de hostigamiento sexual en los 
centros de trabajo.

• Violencia y hostigamiento por terceros

El relevamiento realizado, y las entrevistas a informantes 
claves indican que en ninguno de estos instrumentos se prevén 
explícitamente mecanismos para dar cuenta de la violencia 
cuando ésta proviene de terceros. En el sector salud es muy 
frecuente la violencia verbal y psicológica de pacientes y familiares 

a trabajadores y trabajadoras y se relaciona con la violencia 
originada por la falta de recursos. 

• Implementación de los CSST y CIHS 

Si bien la fecha límite de conformación era para el 23 de enero de 
2020, es poca la información de la que se dispone para analizar 
su alcance y efectividad. Incluso, en función de las entrevistas 
realizadas y el relevamiento llevado adelante, se vislumbran serias 
denuncias en torno a las características del proceso electoral 
para designar miembros y la exclusión del sindicato para realizar 
control de los mismos (SUTRAGRISA, STHCSJD).
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La información sistematizada en este trabajo permite dar cuenta de 
que la adopción del Convenio 190 sobre violencia y acoso en el mundo 
del trabajo por parte de la OIT forma parte de un proceso más amplio 
abordado tanto en el plano del derecho internacional como de las 
normas locales. En efecto, dicho convenio posee, por un lado, puntos 
de contacto con la Convención sobre la Eliminación de toda forma de 
Discriminación contra la Mujer y con la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. Por 
el otro lado, en los ámbitos locales y regionales existen numerosas 
leyes que en forma dispersa y con alcances dispares han abordado 
parcialmente este tema.

Ahora bien, el Convenio 190 posee un conjunto de disposiciones y 
especificidades que implican varios saltos adelante en materia de 
prevención, erradicación y reparación de la violencia y el acoso en el 
mundo del trabajo. Entre ellos una tipificación amplia del concepto de 
violencia y acoso en el mundo del trabajo que supone una protección 
mayor para situaciones que acontecen en situación de trabajo. Amplía 
la concepción de violencia y acoso y al mismo tiempo amplía las 
características territoriales y vinculares donde la misma puede ocurrir. 
En efecto, “situación de trabajo” o “mundo del trabajo” implican 
avances normativos y se proyectan a situaciones generalmente no 
alcanzadas por las legislaciones locales. Por otro lado, incluye la 
violencia y el acoso por razones de género. 

Las normas relevadas a nivel nacional y/o local suelen referirse 
casi con exclusividad a la violencia y el acoso contra las mujeres. En 
efecto, las normas analizadas otorgan una importancia casi central 
a la violencia y el acoso sexual, mientras que las otras modalidades 
del acoso suelen quedar más invisibilizadas, siendo que en la práctica 
todas ellas forman parte de un mismo continuo. Así, las dimensiones 
de raza, etnia, orientación de género y clase suelen estar ausentes, 
o al menos cuentan con una importancia mucho menor. En una 
situación similar, incluso de mayor invisibilidad aún, se encuentran 
las disidencias. 

Otro elemento que incorpora el Convenio 190, que puede mejorar la 
normativa local, refiere a la tipificación de los sujetos o situaciones 
que pueden provocar la violencia y el acoso. Por un lado porque 
incorpora la idea de “situaciones” y así no solo las personas pueden 
tener prácticas violentas, sino que también determinadas situaciones 
o condiciones de trabajo pueden serlo. Al mismo tiempo, incorpora 
la idea de terceros (usuarios, clientes, pacientes, etc.) como posibles 
generadores de violencias y acoso. Este último punto resulta central 
para repensar la normativa referida al tema en todo el sector servicios 
en general, y en el sector público en particular. 

Por todo lo anterior, el Convenio 190 y la Recomendación 206 
constituyen un avance sustancial en todos estos temas, en tanto 
sirven para repensar integralmente las respuestas ante situaciones de 
violencia y acoso en el mundo del trabajo en sus distintas modalidades, 

superando los límites y concepciones vigentes en muchas de las leyes 
existentes en los países de la región. En este sentido, su ratificación 
constituiría una oportunidad muy importante no solo para visibilizar 
la problemática de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, sino 
también para promover más y mejores respuestas a nivel estatal y por 
medio de la negociación colectiva. Como señalamos al inicio de este 
trabajo, las posibilidades de impulsar dicha ratificación estarán ligadas 
a la situación política de cada uno de los países y previsiblemente 
encontrarán una oposición más o menos intensa por parte de los 
grupos de empleadores.

En este punto es necesario destacar que este trabajo no ha incluido 
evaluaciones de impacto sobre la efectividad o inefectividad de las 
normas que a nivel nacional y/o local han promovido la prevención, 
erradicación y reparación ante situaciones de violencia y acoso en 
el mundo del trabajo. Sin embargo, es necesario formular dicho 
interrogante, y aun en los casos donde se han registrado avances 
normativos es posible poner ciertos signos de interrogación sobre 
su aplicación en la práctica. En otras palabras, aun con los déficits 
que hemos marcado, en los países de la región siguen existiendo 
obstáculos importantes para materializar avances en este tema, 
cuestión que fue planteada de manera unánime en las entrevistas 
realizadas con motivo de este trabajo.

Un aspecto que hemos identificado como problemático es el 
desconocimiento de las normas existentes, tanto a nivel local como 
internacional, por parte de los trabajadores y las trabajadoras, e 
incluso por parte de las organizaciones sindicales. En muchos casos 
la respuesta ante situaciones de violencia y acoso en el mundo del 
trabajo suele delegarse en la intervención de órganos institucionales, 
en los que la participación y seguimiento por parte de los sindicatos 
suele ser menor o directamente inexistente. De esta manera, los casos 
de violencia y acoso suelen ser tratados como si fuesen problemas 
individuales y no producto de prácticas sociales, lo que conduce a que 
las respuestas también se planteen en forma individual. Ello también 
contribuiría a explicar la insuficiencia que este tema ha tenido en la 
negociación colectiva, donde los ejemplos prácticos que hemos podido 
relevar para la realización de este estudio han sido mucho menos 
frecuentes. No obstante, es preciso destacar que en los últimos años 
algunas organizaciones sindicales fueron desarrollando experiencias 
y conocimientos en torno a la prevención y abordaje de la violencia 
y el acoso laboral y sexual así como también en criterios para la 
negociación y su inclusión en los convenios colectivos. Centralizar 
y reunir estas experiencias dispersas y sectoriales sigue siendo un 
desafío necesario para potenciar la acción de las organizaciones 
sindicales en estas luchas.

Al mismo tiempo, la precariedad contractual, que se encuentra muy 
extendida en el ámbito de los servicios públicos en los países de la 
región, constituye un obstáculo para que aquellos trabajadores y 
trabajadoras afectados por situaciones de violencia y acoso puedan 

Conclusiones y 
recomendaciones
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recurrir a los mecanismos institucionales existentes, en tanto se 
suma a la debilidad de los instrumentos de protección previstos 
en la legislación. En efecto, la posibilidad de denunciar actos de 
violencia y acoso en el mundo del trabajo es mucho menor cuando el 
vínculo laboral está formalizado en un contrato que debe renovarse 
periódicamente, más aún cuando la decisión de dicha renovación 
depende de un superior jerárquico que, directa o indirectamente, 
puede estar vinculado al acto cuestionable. Aquí nos enfrentamos 
a dos cuestiones que deberían ser consideradas como parte de una 
estrategia integral contra la violencia y el acoso en el ámbito de los 
servicios públicos: por un lado, es necesario disminuir los niveles de 
precariedad contractual y fortalecer la estabilidad de los trabajadores 
y trabajadoras; por el otro, es necesario contar con previsiones 
específicas para enfrentar denuncias por violencia y acoso cuando 
ellas provienen de los superiores jerárquicos que tienen a su vez poder 
para disponer sobre la continuidad o no de los vínculos laborales.

Finalmente, el debilitamiento de la negociación colectiva en el sector 
público es la regla en la mayoría de los países de la región. Fortalecerla 
es una condición de posibilidad para contar con herramientas más 
eficaces para abordar la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, en 
tanto se trata de un mecanismo central para disputar las condiciones 
de trabajo y construir medidas preventivas y protectorias. 

Repensar la violencia y el acoso en el mundo del trabajo de nuestras 
regulaciones locales, a partir del piso que establece el Convenio 
190 se convierte en una prioridad. De la misma manera que lo es el 
diseñar las estrategias y herramientas que deberán ser complemento 
necesario de aquella para garantizar espacios de trabajo cada vez 
menos violentos, cada vez más saludables.
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Anexo: Normas y fuentes utilizadas clasificadas segÚn 
cada paÍs

Brasil

• NORMAS
Constitución Nacional del Brasil.
Ley Federal 10.224/2001.
Consolidación de las Leyes del Trabajo (CLT).
Ley 1818 – Amapá 
Ley 121 – Amazonas
Ley 15036 – Ceará 
Ley 2949 – Distrito Federal
Ley 18456 – Goiás 
Ley 2310 – Mato Grosso do Sul
Ley complementaria 116 – Minas Gerais
Ley complementaria 127 – Paraíba 
Ley 13314 – Pernambuco 
Ley 3921 – Río de Janeiro
Ley 12561 – Río Grande do Sul
Ley 1860 – Rondonia 
Ley 12250 – San Pablo
Ley Municipal 13.288, Sao Paulo.
Decreto Municipal reglamentario 43558 de 2003, Sao Paulo.
Decreto Municipal 56.130, Sao Paulo.
Ley Municipal 16.488, Sao Paulo.
Decreto Municipal reglamentario Nº 57.444 de 2016, Sao Paulo.

• OTRAS FUENTES
Publicación sindical “La política es pública, mi cuerpo no lo es” del Sindsep-SP.
Publicación Sindical “Violência contra as mulheres nos locais de trabalho: denuncie, combata Pare! Realizada por El Comité de Mujeres de 
los Servicios Públicos Internacionales (ISP-Brasil).
Maia Nogueira, R.; Soares Nunes, T.; Carvalho Neto, A.; Rodrigues Ferreira, R. (2019). A sistematização legislativa do assédio moral no 
trabalho no âmbito das administrações públicas estaduais no Brasil. En Revista Ciencias Administrativas, Fortaleza, Brasil.

Chile

• NORMAS
Constitución Política de la República de Chile
Código del Trabajo.
Instructivo Presidencial contra el acoso, 2018.
Instructivo Presidencial sobre igualdad de oportunidades y prevención y sanción del maltrato, acoso laboral y acoso sexual en los ministerios 
y servicios de la Administración Estado, 2018.
Instructivo Presidencial Buenas Prácticas Laborales en Desarrollo de Personas en el Estado, 2015.
Ley 18.834, Estatuto Administrativo.
Ley 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.
Ley 19.882, regula nueva política de personal a los funcionarios públicos, 2003.
Ley 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar, 2005.
Ley 20.005, que tipifica y sanciona el acoso sexual, 2005.
Ley 20.480, que modifica el Código Penal y la Ley sobre Violencia Intrafamiliar, 2010.
Ley 20.607, que modifica el Código del Trabajo, sancionando las prácticas de acoso laboral, 2012. 
Ley 20.609, que establece medidas contra la discriminación, 2012.
Ley 21.013, que tipifica un nuevo delito de maltrato y aumenta la protección de personas en situación especial, 2017.
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Ley 21.153, que modifica el código penal para tipificar el delito de acoso sexual en espacios públicos, 2019.
Ord. 3519/034, Fija sentido y alcance de las modificaciones introducidas por la ley Nº20.607 al texto del inciso segundo del artículo 2º, del 
número 1 del artículo 160 y de los incisos segundo y sexto del artículo 171, todos del Código del Trabajo , 2012.
Orientaciones para la prevención del acoso laboral en los servicios públicos,  2010, Servicio Civil.
Orientaciones para la Elaboración de un Procedimiento de Denuncia y Sanción del Maltrato, Acoso Laboral y Sexual , 2018.

• PROTOCOLOS
Salud Pública Arica.
Universidad Técnica Federico Santa María.
Universidad Católica de Chile.
Universidad de Chile.
Servicio de Salud Viña del Mar Quillota.
Servicio de Salud Magallanes.
Servicio de Salud Libertador O’ Higgins.
Servicio de Salud Araucanía Sur.
Gobierno Regional de la Región de Valparaíso
Municipalidad de Alto Hospicio.
Junta Nacional de Jardines Infantiles.
Hospital San José.
Hospital Clínico Magallanes.
Gendarmería.
Escuela Rural Junquillar Constitución.
Dirección de Biblioteca.
Defensoría Penal Pública.
Consejo para la Transparencia.
Ministerio de Relaciones Exteriores.

• OTRAS FUENTES
La equidad de género en las legislaciones de Seguridad Social Iberoamericanas, 2016, OSIS.
Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.
Ministerio del Trabajo y Previsión Social .
Modificaciones al reglamento interno de orden, higiene y seguridad respecto a riesgos psicosociales, 2015, ACHS.
NCh 3262: 2012 Sistemas de Gestión. Gestión de Igualdad de Género y Conciliación de la vida laboral, familiar y personal. Requisitos.
Observatorio de Género y Equidad.
Primer informe de actualización de Procedimientos de Denuncia, Investigación y Sanción del Maltrato, Acoso Laboral y Sexual, 2018, 
Dirección Nacional del Servicio Civil Subdirección de Gestión y Desarrollo de Personas.
Promoción de la equidad de género en la negociación colectiva en Chile, 2017, ISBN: 978-956-7630-44-8, Fundación Fiedrich Ebert Stiftung, CUT.
Protocolos contra el acoso sexual en Educación Superior, 2016, Ministerio de Educación.
Revista internacional comparada de “Relaciones laborales y derecho al empleo”, 2016, Adapt University Press, ISNN  2282-2313.
Servicio Civil, Ministerio de Hacienda.
Textos legales sobre gestión de personas y empleo público en Chile, 2017, Servicio Civil.
Violencia contra la mujer en chile y derechos humanos, 2017, Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, Centro de Derechos Humanos.
Violencia de Género en Chile, 2013, Observatorio de Equidad de Género en Salud.

Colombia

• NORMAS
Código Sustantivo del Trabajo (1951).
Constitución Política (1991).
Ley 248 (1995), “Por medio de la cual se aprueba la Convención Internacional para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, suscrita 
en la ciudad de Belem Do Para, Brasil, el 9 de junio de 1994”.
Ley 731 (2002), “Por la cual se dictan normas para favorecer a las mujeres rurales”.
Ley 823 (2003), “Por la cual se dictan normas sobre igualdad de oportunidades para las mujeres”.
Ley 909 (2004), “Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras 
disposiciones”.
Ley 1009 (2005), “Por medio de la cual se crea con carácter permanente el Observatorio de Asuntos de Género”.
Ley 1010 (2006), “Por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en 
el marco de las relaciones de trabajo”.
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Ley 1257 (2008), “Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las 
mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones”.
Resolución 2646 (2008), “Factores de riesgo psicosocial en el trabajo y determinación del origen de las patologías causadas por el estrés 
ocupacional”.
Ley 1496 (2011), “Por medio de la cual se garantiza la igualdad salarial y de retribución laboral entre mujeres y hombres, se establecen 
mecanismos para erradicar cualquier forma de discriminación y se dictan otras disposiciones”.
Decreto 4463 (2011), “Por medio del cual se reglamenta parcialmente la Ley 1257 de 2008”.
Resolución 652 (2012), “Por la cual se establece la conformación y funcionamiento del Comité de Convivencia Laboral en entidades públicas 
y empresas privadas y se dictan otras disposiciones”.

• PROTOCOLOS
Acoso sexual y acoso laboral. Protocolo de prevención y atención de la Alcaldía Mayor de Bogotá.
Procedimiento para dar Trámite a una Queja que pueda Constituirse como Acoso Laboral, Fundación Universitaria María Cano.
Manual de Convivencia Laboral del Ministerio de Relaciones Exteriores.
Protocolo de atención en casos de violencia y acoso en la Universidad Externado de Colombia.
Mecanismos de prevención y corrección de las conductas que constituyen acoso laboral en la Universidad Nacional de Colombia (Resolución 
235 de 2016).

• OTRAS FUENTES
Acuerdo de la negociación colectiva. Pliego de solicitudes de las organizaciones sindicales de empleados públicos, 11 de mayo de 2015, 
Bogotá, Colombia.
Acuerdo de la negociación colectiva de solicitudes de las organizaciones sindicales de los empleados públicos, 24 de mayo de 2019. Bogotá, 
Colombia.
“CONPES Social nº 91: Metas y estrategias de Colombia para el logro de los objetivos del milenio - 2015” (2005)
“Justicia y género. I Marco Normativo en Torno a la Violencia Basada en Género” (2012). Ministerio de Justicia y del Derecho, República de 
Colombia.
Seco, E. & López, C. (2015). Génesis y problematización de la ley de acoso laboral en Colombia. Cuadernos de Relaciones Laborales, 33(1), 
119-147.

El Salvador

• NORMAS
Constitución de El Salvador
Código de Trabajo
Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (2011)
Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (2010)
Ley General de Prevención de Riesgos en los Lugares de Trabajo

• OTRAS FUENTES
Hernández A. y Ramírez Guevara, M. (2018). La figura del acoso laboral en la legislación salvadoreña. Tesis de grado en Ciencias Jurídicas, 
Universidad de El Salvador
 Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos PDDH, “Informe especial sobre el acoso sexual y laboral, respuestas de las 
instituciones ante la violencia hacia las mujeres”, San Salvador, El Salvador, 2011.
Secretaría para Asuntos Estratégicos de la Presidencia de la República (2013). Guía para la Prevención, Atención y Erradicación del Acoso 
Laboral en el Sector Público, San Salvador.

PerÚ

• NORMAS
Constitución Política de Perú
Código laboral
Ley 27.942, de prevención y sanción del hostigamiento sexual,  2003.
Ley 29.430, que modifica la ley 27.942, 2009.
Nueva ley Procesal del Trabajo 29.497, 2010.
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Ley 30364, para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, 2015.
Ley 30.314, para prevenir y sancionar el acoso sexual en espacios públicos, 2015.
Ley 30.862, que fortalece diversas normas para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo 
Familiar, 2018.
Decreto Supremo 019-2006-TR, que aprueba el Reglamento de la Ley 28806 General de Inspección del Trabajo, 2006.
Decreto Supremo 009-2016-MINP, que aprueba el Reglamento de la Ley Nº 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, 2016.
Decreto Supremo 008-2016-MIMP, que aprueba el “Plan Nacional Contra la Violencia de Género 2016 - 2021”, 2016.
Decreto Legislativo 1410, que incorpora el delito de acoso, acoso sexual, chantaje sexual y difusión de imágenes, materiales audiovisuales 
o audios con contenido sexual al Código Penal u modifica el procedimiento de sanción del hostigamiento sexual, 2018
Decreto Legislativo 1386, que modifica la ley nº 30364, ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar, 2018.
Decreto supremo 014-2019 MIMP, que aprueba el Reglamento de la Ley N° 27942, Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual, 
2019.
Decreto Supremo 014-2019-TR, que crea el Servicio de Orientación y Acompañamiento para los casos de hostigamiento sexual en el 
trabajo - “Trabaja Sin Acoso”, 2019.
Acuerdo Nacional
Propuestas y acciones para la Igualdad entre hombres y mujeres 2016-2021

• PROTOCOLOS
Guía práctica para la prevención y sanción del hostigamiento sexual en el sector público y privado, Ministerio de Trabajo y Promoción del 
Empleo, 2019.
Protocolo de Actuación frente a la vulneración de los derechos laborales de las trabajadoras y trabajadores víctimas de violencia, Ministerio 
de Trabajo y Promoción del Empleo, 2016.
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